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CONTRALORIA

DE BOGOTA. D.C.





INTRODUCCIÓN
La Contraloría de Bogotá,  en desarrollo de su función constitucional y legal, señalada en los artículos 227 y 267 de la Constitución Política,  la Ley 42 y el Decreto Ley 1421 de 1993, el Manual de Control Fiscal, los procedimientos de calidad ISO 9001-2000 y  en cumplimiento de su Plan de Auditoría Distrital PAD, practicó Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral modalidad Especial a la contratación del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero (FDLCH).

La auditoría se centró en la evaluación de la contratación suscrita por el FDLCH en el segundo semestre del 2003 y su relación contractual con las Unidades Ejecutivas Locales (UEL), evaluación a los convenios interadministrativos con ejecución o ejecutados en la vigencia 2003, a los bienes inmuebles e inventarios en comodato y a los contratos y convenios de comodato y donación celebrados por el FDLCH. 

Los componentes de integralidad seleccionados responden al análisis de la experiencia acumulada de anteriores procesos auditores, los que han permitido establecer  riesgos en la actividad contractual, función en la  cual no se cumple de manera estricta la normatividad y los procedimientos establecidos para el logro de los fines esenciales del Estado.

Así mismo, la línea que audita la contratación del segundo semestre de 2003, se erige como resultado del derecho de petición elevado ante este ente de control, por el Dr. Juan Manuel Ospina, Secretario de Gobierno de la Alcaldía Mayor de Bogotá. 

Las respuestas dadas por la entidad, fueron analizadas, evaluadas, comunicadas e incluidas en el informe cuando se consideraron pertinentes.

Dada la importancia estratégica que el  Fondo de Desarrollo Local de Chapinero  y  las Unidades Ejecutivas Locales, tiene para el sector local y la ciudad, la Contraloría de Bogotá, espera que este informe contribuya a su mejoramiento y con ello a una eficiente Administración de los recursos públicos, lo cual redundará en el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes de la Localidad.

1.   ANALISIS ESTRATEGICO SECTOR LOCAL

Desde una visión estructural, la gestión del Sector Local engloba un proceso complejo en el cual intervienen diversos actores tales como; el Alcalde Mayor, los Alcaldes Locales, las Juntas Administradoras Locales, los Fondos de Desarrollo Local (con sus funcionarios pertenecientes a la nomina de la Secretaria de Gobierno), Las Unidades Ejecutivas locales UEL, Las instituciones representantes de la comunidad y la comunidad en general.

Por el campo de acción tan amplio en el que se circunscribe la gestión local, se han presentado un sinnúmero de falencias de todo orden en las administraciones locales, pero principalmente, en los procesos de contratación.

Por lo anterior, el tema de la presente auditoria de carácter especial versa sobre la contratación local, lo anterior, teniendo en cuenta las recurrentes irregularidades detectadas en dicho proceso, de acuerdo con los resultados de las auditorias regulares efectuadas por esta Contraloría en anteriores vigencias.

A manera de recuento en cuanto al desarrollo de la contratación local, es importante destacar que el origen de la creación de las UEL (en 1998, durante el Gobierno de Enrique Peñalosa), se sustentó con el argumento de combatir la corrupción imperante en ese momento, en el proceso de contratación surtido en las localidades de forma directa por parte de los Alcaldes Locales, además de la falta de adecuados estudios técnicos, oportunidad e impacto para la comunidad en general en cuanto a la ejecución de los contratos. 

Se esperó que mediante el seguimiento de las actividades de asesoría y asistencia técnica correspondientes a la planeación, programación, revisión y elaboración de componentes técnicos y legales de los proyectos de inversión y de los contratos por suscribir, por parte de las UEL; además de combatir la corrupción, permitiría una mejor gestión en el proceso de contratación. 

Con la expedición del Decreto 022 del 8 de enero de 1998, el Alcalde Mayor suspendió de manera general, la delegación otorgada a los Alcaldes Locales en relación con la contratación de los Fondos de Desarrollo Local. Posteriormente, a fin de precisar las facultades de las autoridades locales, el Alcalde Mayor emitió tres Decretos efectuando delegaciones a dichas autoridades en materia de contratación, estos fueron: El Decreto 121 del 28 de enero, el Decreto 176 del 10 de febrero y el Decreto 359 del 25 de marzo, todos de 1998.

Específicamente, mediante el Decreto 176 del 10 de febrero, se delegó en los Alcaldes Locales las facultades de contratar, ordenar gastos y pagos correspondientes a la Prioridad, en ese entonces, legitimidad Institucional e igualmente la celebración de convenios interadministrativos de cofinanciación y convenios de comodato a través de los cuales se debían entregar a las entidades locales los equipos adquiridos por éstas, sin distinguir si ellos habían  sido adquiridos antes o después de la vigencia  del precitado Decreto.

De otra parte, en el artículo segundo del Decreto 359 del 25 de marzo, se determinó: "Delegar en los Alcaldes Locales la facultad de ordenar los pagos, contratar interventores, suscribir prórrogas, adiciones originadas en obras adicionales y extras, actas de iniciación, suspensión, liquidación y, en general, todas las actividades inherentes a los contratos celebrados en las localidades con anterioridad a la expedición del Decreto 176 de 1998".

Como es evidente, se busco sanear el proceso estructural de contratación con el propósito de definir a posteriori las competencias en cuanto a la capacidad de contratación, deslindando claramente las competencias locales de las de las UEL en materia de contratación; ya que con los anteriores Decretos se delegó a los Secretarios de Despacho, Directores de Departamentos Administrativos y de Establecimientos Públicos, la facultad para contratar, ordenar los gastos y pagos con cargo a los presupuestos de los Fondos de Desarrollo Local, en los programas, subprogramas y proyectos de los Planes de Desarrollo Locales. Delegaciones ratificadas en el Artículo 35 del  Decreto 854 del 2001, que además mantiene y permite la celebración de convenios interadministrativos de cofinanciación, por parte de los Alcaldes Locales. 

En el anterior contexto, en la vigencia 2003 en materia presupuestal, para el cumplimiento de los Planes de Desarrollo, el 50,32% de los presupuestos locales es decir $114.589.7 millones fueron ejecutados por las Unidades Ejecutivas Locales (UEL), mientras que los Alcaldes Locales contrataron directamente un total de $113.135,9 millones, es decir el 49.68% de los recursos de los Planes; de los cuales $78.652.7 millones (34.54%) fueron ejecutados por Convenios Interadministrativos de Cofinanciación y $34.483.2 millones (15.14%) mediante el Objetivo Gestión Pública Admirable, con lo cual se pagan los honorarios, seguros y servicios de salud de los ediles y se adquieren los elementos necesarios para el normal funcionamiento de la administración local y se pagan servicios públicos, entre otros.
Como ha podido establecer esta Contraloría, desde la misma creación e implementación de las UEL en la vigencia 1998, los argumentos que dieron lugar a 

la recentralización de los recursos, en cuanto a la ejecución de los mismos, por parte de la Administración Central mediante las UEL, se han desvirtuado.

En cuanto al criterio de oportunidad en la ejecución de los proyectos, con el nuevo proceso FDL-UEL, en vez de ajustarse a los trámites normales, la excesiva tramitología ha ocasionado la falta de oportunidad en la ejecución de los proyectos y los contratos derivados de estos. Como ejemplo, el proceso de contratación de los proyectos viabilizados, en su mayoría se realizaron en los meses de noviembre y diciembre del año 2003, en promedio este proceso tardó entre 6 y 8 meses, lo cual determinó que el avance físico y/ ejecución de los proyectos, en su mayoría, se trasladarán a la vigencia 2004. Ya en las UEL, en promedio se toman entre tres (3) y cinco (5) meses para efectuar la correspondiente contratación. 

En materia presupuestal, para la vigencia 2003 el Sector Local contó con un presupuesto acumulado de $352.566.7 millones, de los cuales la inversión directa del período fue de $227.726.5 millones, las Obligaciones por pagar fueron de $122.712.6 millones, (distribuidos en Reservas Presupuéstales, Cuentas por pagar y Pasivos Exigibles), la Disponibilidad Final fue de  $2.127.6 millones.

La ejecución presupuestal global acumulada del sector local en la vigencia 2003 fue de $322.979.0 millones es decir el 91.6% del total de recursos apropiados para el período. Sin embargo, la ejecución efectiva relacionada con las autorizaciones de giro solo alcanzó un total de $171.096.5 millones es decir el 48.5% del total de recursos. De otra parte, los compromisos y reservas alcanzaron un total de $151.882.5 millones lo que representó el 43.1% de los $352.566.7 millones apropiados finalmente para la vigencia. El saldo no ejecutado en la vigencia alcanzó el 9.4% de los recursos apropiados para el período, es decir $31.715.3 millones. 

Lo anterior evidencia el rezago en la ejecución de los presupuestos locales, problema que se ha acrecentado desde el traslado de la competencia de la ejecución de parte de dichos recursos en las UEL, proceso que incide en el incumplimiento y atraso de los objetivos, programas, subprogramas, proyectos y metas establecidas en los Planes de Desarrollo Locales.

Como ejemplo de lo anteriormente mencionado, en la vigencia 2003 en las 20 localidades se incluyeron para ser ejecutados un total de 612 proyectos, de estos el 7,68% es decir 47 proyectos, no fueron ejecutados o sus recursos fueron contracreditados, quedando un total de 566 proyectos, de los cuales tan solo 44 es decir el 7,77% presentaron giros del 100.0% durante la vigencia de 2003; los recursos de los restantes 500 proyectos, es decir el 88,34% quedaron en reservas presupuéstales, lo cual implica el traslado de la ejecución física de estos para la vigencia 2004. 

En relación con la supuesta falta de adecuados estudios técnicos y la posible solución con la implementación del proceso FDL-UEL y de acuerdo con los resultados de la muestra seleccionada en la Auditoria Regular de la evaluación a la vigencia 2003, las principales observaciones, dentro de la línea de contratación, tuvieron que ver con la falta de estudios jurídicos y técnicos previos a la apertura de las licitaciones y celebración de los contratos, con lo cual se desvirtúa la supuesta mejora de dicha irregularidad.
Los procesos de planeación y contratación fueron deficientes e inoportunos, notándose la mayor concentración de los compromisos al final de la vigencia, denotando falencias en la formulación y ejecución de los proyectos, en el cumplimiento de funciones y en el intercambio de información entre los Fondos de Desarrollo Local que tienen la responsabilidad de la expedición de certificados de disponibilidades y registros presupuéstales; formulación de los proyectos; diligenciamiento de las fichas EBI e inscripción en el Banco de Programas y Proyectos; avales de la oficina de planeación local; descripción y análisis de conveniencia; presupuestos de obra y suscripción de convenios Interadministrativos de Cofinanciación y en las UEL donde debían responder por la evaluación de la viabilidad técnica de las solicitudes; devolución de solicitudes no viables para ajuste; selección objetiva para la contratación; suscripción de contratos; solicitud de registros presupuéstales a los FDL y elaboración de relaciones de giro para efectos del pago.

En este orden de ideas, el balance social de las Administraciones Locales indica que estas no cumplen con los objetivos y la misión de mejorar oportunamente el nivel de calidad de vida de la población, dada la falta de oportunidad en la solución de los problemas más sentidos de la comunidad a través del gasto social; por lo tanto, el impacto hacia la comunidad es tardío, por cuanto el bajo índice de ejecución de la inversión y la demora en la ejecución de los proyectos no permite que los habitantes de las localidades solucionen la problemática relacionada con las competencias de las Administraciones Locales en materia de infraestructura vial, salud, seguridad educación y medio ambiente, entre otras, mostrando así un proceso administrativo ineficaz e ineficiente en la gestión local.
De otra parte,  a pesar de la experiencia en el proceso de contratación entre los FDL y las UEL, este no se ha consolidado, y por el contrario hoy son el problema central que ocasiona la deficiente gestión de la inversión en el Sector Local.
Del análisis de información de los FDL y las UEL se estableció que el promedio de días para el envío de los proyectos a las UEL, por parte de los FDL es de 4 meses lo que significa que los proyectos en la vigencia 2002 fueron radicados al finalizar 

el mes de abril. La viabilización de los proyectos de los 20 FDL se realizó en promedio de  3 meses, después de radicados en las UEL. En estas dos etapas del 

proceso, ya ha transcurrido el 75.0% del tiempo de la vigencia, lo cual asegura que ya los proyectos no se podrán ejecutar en la vigencia para la cual fueron programados, agravando de una parte el rezago de ejecución presupuestal y física de los proyectos que vienen de vigencias anteriores y de otra, la posibilidad de implementar soluciones efectivas y oportunas  a la problemática de las localidades.

Posteriormente, el tiempo transcurrido entre el aval del proyecto y el perfeccionamiento del contrato por parte de las UEL es de  es de 4 meses, sumando el tiempo de las anteriores etapas ha transcurrido más de una vigencia, es decir, 13 meses, si aún dar inicio a los contratos de los proyectos.

Si se tiene en cuenta el lapso de tiempo transcurrido entre el perfeccionamiento del contrato y su inicio, que es en promedio de (2) dos meses, se puede concluir que en total el proceso de contratación surtido entre los FDL y las UEL se efectúa en aproximadamente 15 meses. 

Por lo evidenciado anteriormente, es indudable que el Modelo FDL-UEL ha influido negativamente en la gestión local, en todas sus áreas, mostrando ineficiencia en la distribución y ejecución de los dineros públicos.
2.   HECHOS RELEVANTES EN EL PERÍODO AUDITADO

A continuación se consignan los hechos relevantes que tuvieron incidencia en la vigencia auditada en el Fondo de desarrollo Local de Chapinero, a saber:

El presupuesto inicial de la vigencia 2003 fue de  $7.497,1 millones, presento un crecimiento al final del periodo del 14% ($1.324,5 millones) para un presupuesto definitivo de $8.821,7 millones.
EL  FDLCH  celebró 121 contratos en la vigencia 2003 por un valor total de  $6.217.9 millones, el 58% de la contratación fue celebrada mediante Convenios Interadministrativos, el 33% para el Objetivo Gestión Pública Admirable y únicamente el 9% para ser ejecutados por diferentes UEL´s.
Para Inversión directa social celebró 31 contratos, de los cuales 16 se suscribieron mediante la figura de convenios interadministrativos por un valor de $3.583.7 millones, representando el 58% del total de la contratación de la vigencia, ejecución que se complementa con 15 contratos tramitados ante las UEL y que corresponden a tan solo el 9%, ($570.7 millones) del total de la inversión, significando que la administración destinó  un alto porcentaje de los recursos para ser ejecutados mediante convenios, obviando el proceso contractual de licitación establecido como corolario en el numeral 1 del artículo 24 de la ley 80 de 1993, sumado al desconocimiento de los principios y procedimientos propios de selección objetiva que caracteriza la contratación estatal.

De otro lado es menester considerar, que adelantada la evaluación de los procesos de contratación bajo el esquema FDL-UEL consagrada en el decreto 176 de 1998, se  estableció que el tiempo total promedio del proceso contractual desde la radicación de los proyectos ante las UEL, hasta la iniciación del contrato es de aproximadamente 14 meses, lo cual demuestra la ejecución tardía de los recursos asignados y la falta de oportunidad en la satisfacción de necesidades propias de la población residente y pasante de la localidad de Chapinero.

Es de anotar, como el sujeto de control  compromete un porcentaje cuantioso de recursos al final de la vigencia, los que son ejecutados con mas de un año de  retardo, lo que conlleva un impacto altamente negativo en los resultados de la gestión e  incrementa los costos por la inoportuna inversión de recursos.

Así mismo, una de las limitantes que imposibilito la ejecución de obras de infraestructura en la localidad, correspondió a la expedición del Decreto 619 de 2000, que adopta el Plan de Ordenamiento Territorial (POT) para Bogotá Distrito 

Capital y que en su artículo 389 establece: “Las actividades de las distintas entidades y los particulares dentro de los Cerros Orientales, las que se sujetarán a la zonificación y reglamentación del Plan de Manejo que elabore la Corporación Autónoma Regional (CAR) de Cundinamarca para esta área, en concertación con el Ministerio del Medio Ambiente y el Distrito Capital.” Es así, como se determina en el articulo 495, numeral 9, que “no considera viable la construcción de vías en estos barrios, hasta tanto no culmine  el proceso de legalización", hecho que en la práctica se ha generalizado, impidiendo  la realización de obras de infraestructura en barrios no legalizados como es el caso de las diversas empresas de servicios públicos domiciliarios.

De otra parte,  la ley 863 del 2003 desarrollada por sus decretos reglamentarios 1914 y 1915 de 2003  amplio el término para el cumplimiento de las disposiciones de saneamiento contable establecidas por la ley 716 del 2001.

Es de anotar que la administración viene implementando y dando aplicación el sistema de operación y gestión de tesorería OPGET incluido en el plan estratégico de sistemas de la Secretaría de Hacienda Distrital, el cual busca optimizar los procesos de ingresos, pagos y de gestión financiera, logrando su integración con los sistemas de contabilidad, impuestos, crédito público, PAC y presupuesto entre otros
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La Contraloría de Bogotá, con fundamento en los artículos 267 y 272 de la Constitución Política y el Decreto 1421 de 1993, practicó Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral modalidad especial al FONDO DE DESARROLLO LOCAL DE CHAPINERO, a través de la evaluación y aplicación de los principios de economía, eficiencia, eficacia y equidad en la contratación y los resultados de la gestión en  la vigencia 2003 y  la verificación del cumplimiento del manual de procedimientos administrativos y contables para el manejo de los bienes en los entes públicos del Distrito capital. 

Es responsabilidad de la Administración el contenido de la información suministrada y analizada por la Contraloría de Bogotá. La responsabilidad de la Contraloría de Bogotá consiste en producir un informe integral que contenga el concepto sobre la gestión adelantada por la Administración de la localidad, que incluya pronunciamientos sobre el acatamiento a las disposiciones legales y la calidad y eficiencia del Sistema de Control Interno.

El informe contiene aspectos administrativos, financieros y legales que una vez detectados como deficiencias por el equipo de auditoría, deben ser considerados y corregidos por la Administración de la Localidad, en aras del mejoramiento continuo de la organización y por consiguiente a la eficiente y efectiva producción y/o prestación de bienes y/o servicios en beneficio de la ciudadanía, fin último del control.

La evaluación se llevó a cabo de acuerdo con las normas de Auditoría Gubernamental Colombianas compatibles con las de general aceptación, así como con las políticas y los procedimientos de auditoría establecidos por la Contraloría de Bogotá; por lo tanto, requirió, acorde con ellas, de planeación y ejecución del trabajo de manera que el examen proporcione una base razonable para fundamentar los conceptos y la opinión expresada en el informe integral. El control incluyó el examen, sobre la base de pruebas selectivas, de las evidencias y documentos que soportan la gestión de la entidad y el cumplimiento de las disposiciones legales, así como la adecuada implementación y funcionamiento del Sistema de Control Interno en las áreas auditadas.

Concepto sobre Gestión y Resultados

La evaluación cualitativa efectuada al Sistema de Control Interno correspondiente a las líneas establecidas en el memorando de encargo y planeación, nos permite considerar que a pesar de haberse presentado algunos mejoramientos y avances en el sistema durante la vigencia 2003, continua presentando falencias en la aplicación de algunos elementos,  como la falta de consolidación del mapa de riesgos, hecho que imposibilita una correcta administración, valoración y monitoreo de las circunstancias que inciden y afectan la eficiencia y eficacia de las operaciones del sujeto de control; falta de planeación y estudios previos que viabilicen la gestión proyectada; carencia de indicadores de gestión y mecanismos efectivos y oportunos para el seguimiento de las actividades programadas.

No obstante, contar el sujeto de control con los diferentes manuales en las áreas auditadas, se advierte la necesidad de  controles más estrictos en la aplicación de los mismos, sugiriéndose una revisión especial en el manejo de bienes entregados en calidad  de comodato,  en aras de lograr el ejercicio de una gestión transparente y ágil que evite situaciones de riesgo.

Así mismo,  el análisis del componente democratización de la administración pública, permite manifestar que aún cuando se convoca de manera formal a la comunidad para ejercer veeduría ciudadana y  control social a la contratación, esta no deja de ser una labor estéril que no cumple con el espíritu de la norma, ni garantiza una verdadera participación ciudadana.

Evaluado el  componente de retroalimentación del sistema de control interno en las áreas objeto de la auditoría especial, se determinó el incumplimiento de algunas de las acciones correctivas contempladas en el  plan de mejoramiento suscrito por el sujeto de control en la vigencia anterior, tales como, la falta de  profundización en temas y funciones del subcomité de control interno, falta de planeación de la gestión y ausencia de variables-indicadores para evaluar el grado de cumplimiento de lo proyectado, falta de causación de la provisión para contingencias por pretensiones originadas por demandas a terceros, carencia de aplicaciones en red para las áreas de presupuesto, jurídica, almacén y contabilidad, ausencia de plan de acción a partir de metas y falta de confirmación de recibo de los oficios de invitación a cotizar.

La  Entidad  carece de un  Software  Integrado  entre  las  dependencias  de  Almacén  e  Inventarios, que permita la   entrada y salida  de  información,  mediante  impresiones de informes, análisis   e  indicadores oportunos y  completos, que faciliten la toma de decisiones y  la   gestión de revisión de los  Entes  de  Control  Fiscal.

Así mismo, se observa que la asignación de personal a la   oficina  de  Almacén  e  Inventarios, resulta insuficiente  para  la  magnitud  y  volumen de  las  transacciones.

Todo lo descrito anteriormente, nos permite considerar en cumplimento de lo dispuesto en el articulo 18 de la ley 42 de 1993, que realizada la evaluación cualitativa del sistema de control interno en las áreas auditadas, este no es confiable y no ofrece la calidad requerida  para el cumplimiento eficaz y eficiente de los objetivos institucionales.

La contratación celebrada por el Fondo de Desarrollo Local de Chapinero en el segundo semestre de la vigencia 2003, no dio cumplimiento ajustado a la normatividad que regula la materia, estatuto contractual  ley 80 de 1993 y sus decretos reglamentarios, en especial  lo dispuesto en el decreto 2170 de 2002, el cual estableció medidas para combatir la corrupción, precisando aspectos y circunstancias especificas tendientes a mejorar la transparencia en la actividad contractual.

Consecuentemente, la gestión del Fondo desconoció entre otros, el contenido mínimo de los análisis de conveniencia y oportunidad previos a la apertura de los procesos de selección,  el contenido mínimo de los términos de referencia, las pólizas que amparan la ejecución del contrato y los elementos entregados en calidad de comodato, la aplicación del principio de selección objetiva en los convenios interadministrativos, la apertura de la cuenta separada entre el contratista y la entidad para el manejo del anticipo, la publicación  en los contratos de comodato y la falta de aplicación de las reglas de administración de bienes ajenos a las que estamos obligados los servidores públicos en el  desarrollo de procesos contractuales.

La evaluación de las carpetas contentivas de los procesos contractuales que se adelantan conjuntamente entre el Fondo de Desarrollo Local y las Unidades Ejecutivas Locales, evidencian como hecho generalizado, la falta de los soportes de la actividad precontractual y contractual en el FDLCH, observación de resorte directo del representante legal de la entidad, no obstante sus requerimientos a las UEL, dado que a aquel corresponde la responsabilidad de la dirección y manejo general de la actividad contractual.

En cuanto a la contratación suscrita por las Unidades Ejecutivas Locales, en  las que se advirtieron observaciones, este equipo auditor ha considerado lo siguiente:

De conformidad con la selección de la muestra, fueron auditados en la UEL IDU los contratos Nos. 2-263 y C-788 de 2003,. cuyo objeto consistió en la construcción de obras complementarias en vías de la localidad de Chapinero y la inteventoría de las mismas, la evaluación de  los contratos en mención, nos permite consignar las siguientes consideraciones, a saber: 

El  Fondo de Desarrollo Local, en cumplimiento de lo previsto por el decreto 176 de 1998 y el decreto 2170 de 2002,  debió efectuar un estudio consecuente frente al análisis de los riesgos, a efectos de establecer el nivel de los amparos  a ser constituidos por el contratista. 

Es de anotar, que su actuación no cumple con el espíritu de la norma, ya que se limito a consignar los amparos establecidos en la ley, sin que estos sean fruto de una verdadera evaluación de los potenciales riesgos en la ejecución del acuerdo contractual.

A su turno, es obligación de la Unidad Ejecutiva Local IDU, según lo dispuesto por el articulo 35 del decreto 854 de 2001, realizar las actividades de asesoría y asistencia técnica correspondientes a la planeación, programación, revisión, y elaboración de componentes técnicos y legales de los proyectos de inversión local y de los contratos en nombre del FDL y viabilizar y adelantar la contratación, hechos que no debieron producirse sin el lleno de los requisitos previos, dentro de los que se encuentra el análisis de los riesgos de la contratación y el nivel y extensión de los mismos.

Por tanto, el equipo auditor confirmó el hallazgo como administrativo con incidencia disciplinaria en cabeza del sujeto de control FDL Chapinero y de la Unidad Ejecutiva Local IDU.

Efectuada la auditoria a los contratos seleccionados en la muestra, en la Unidad Ejecutiva Local del  Departamento Administrativo de Bienestar Social ,tenemos que el convenio interadministrativo entre el FDLCH y la UEL DABS correspondiente al No.01-2003, permitió advertir la ausencia de convocatoria de Veedurías Ciudadanas, imperativo fundamental para el sujeto de control, lo cual conlleva  a que todo contrato este sujeto a la vigilancia y control ciudadano.

Así mismo, los contratos auditados CPS 02-01-2003 e interventoría Nº 02-02-2003,  se caracterizan por no encontrarse foliados, circunstancia que desconoce el aseguramiento de la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros, objetivo fundamental del diseño y desarrollo del sistema de control interno.  Es de destacar, como en todos los procesos de la administración publica deben ponerse en juego los distintos elementos fundamentales del control interno,  a efectos de propiciar un efectivo control que garantice el cumplimiento de los fines y principios de la función administrativa del Estado.

De otro lado, es menester considerar, que adelantada la evaluación de los procesos de contratación bajo el esquema FDL-UEL consagrada en el decreto 176 de 1998, se  estableció que el tiempo total promedio del proceso contractual desde la radicación de los proyectos ante las UEL, hasta la iniciación del contrato es de aproximadamente 14 meses, lo cual demuestra la ejecución tardía de los recursos asignados y la falta de oportunidad en la satisfacción de necesidades propias de la población residente o pasante de la localidad de Chapinero.

El sujeto de control  compromete un porcentaje cuantioso de recursos al final de la vigencia, los que son ejecutados con mas de un año de  retardo, lo que conlleva un impacto altamente negativo en los resultados de la gestión e  incrementa los costos por la inoportuna inversión de recursos.

De otra parte, durante la vigencia 2003, el FDLCH  celebró 31 contratos destinados a inversión directa social, de los cuales 16 se suscribieron mediante la figura de convenios interadministrativos por un valor de $3.583.7 millones, representando el 58% del total de la contratación de la vigencia, significando que la administración destinó  un alto porcentaje de los recursos para ser ejecutados mediante convenios, obviando el proceso contractual de licitación establecido como corolario en el numeral 1 del artículo 24 de la ley 80 de 1993, sumado al desconocimiento de los principios y procedimientos propios de selección objetiva que caracteriza la contratación estatal.

El estudio y evaluación de los convenios interadministrativos, nos arroja como común denominador, la ausencia de términos de referencia, documento que suple el sujeto de control con uno titulado “especificaciones técnicas”, con el argumento de que este tipo de contratos se pueden celebrar directamente, afirmación que en concepto de este equipo auditor, contiene  una interpretación equivocada en relación con el termino “Directamente” según las siguientes consideraciones: El numeral 1° del articulo 24  del principio de transparencia, establece que la escogencia del contratista se efectuara siempre a través de licitación o concursos públicos, salvo en los siguientes casos en los que se podrá contratar directamente. Tal consagración pone de presente que en defecto del proceso licitatorio o concursos publico, en ciertos y determinados casos se acudirá a la contratación directa,(Convenios interadministrativos), la cual se encuentra expresamente regulada por el decreto 855 de 1994, el que en su articulo 1° consagra: “ Las entidades estatales podrán contratar directamente en los casos expresamente señalados por la ley 80 de 1993 y deberán ceñirse a lo establecido en este reglamento, sin perjuicio de lo previsto en el decreto 2681 de 1993 y disposiciones complementarias, ”(Subrayado fuera de texto). A su turno,  consagra el articulo 2° “En la contratación directa el jefe o representante de la entidad estatal, o el funcionario en  que hubiere delegado, deberá tener en cuenta que la selección del contratista deberá garantizar el cumplimiento de los principios de economía, transparencia y en especial el deber de selección objetiva, establecidos en la ley 80 de 1993. lo señalado anteriormente, permite concluir que cuando se habla de celebrar directamente o contratar directamente no significa a dedo, sino que implica el cumplimiento de los principios de la actividad contractual y de los requisitos establecidos en la normatividad que los desarrolla, sin hacer excepciones sobre la calidad de los contratantes. Es menester considerar, que la falta de  pluralidad de oferentes, no es óbice para adelantar la selección objetiva de que trata el articulo 29 del estatuto contractual, según lo ha manifestado la jurisprudencia en forma reiterativa, siendo equivocado expresar que no se requiere adelantar  las etapas previas que se exigen para otro tipo de contratación. Lo ya manifestado, se corrobora con lo previsto por el articulo 10° del decreto 2170 de 2002, a cuyo tenor se establece el contenido mínimo de los pliegos de condiciones o términos de referencia  que sirven de base para desarrollo de los procesos de selección de contratación directa.
En la  auditoria  especial  efectuada a la  cuenta  No. 16 de  Activos Propiedad  Planta  y  Equipos,  Subcuenta  No.  1920  de  comodatos y otros  activos del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero, revisión y  evaluación  a  30 de junio de  2004 y 31 de diciembre  de  2003,  se  realizaron pruebas de auditoria, verificándose la conciliación de los saldos entre las dependencias de  Contabilidad y Almacén e Inventarios, y observándose  el   principio  de  causación;  se  evidenció  que  los  saldos   de los libros oficiales coincidieran con los libros  auxiliares, concluyéndose  que  se  encuentran   acordes con las normas  contables  actuales.

La  Entidad    efectuó   Inventario  Físico  a   31   de  diciembre  de 2003  y    con antelación  se  preparó   propuesta  para  la  realización del Inventario Físico año 2003,  determinando   las  visitas a  los sitios   donde  se  encuentran los bienes,  debidamente plasmadas  en  acta.   Las   actividades   se  han  realizado  conforme  a la  Resolución  No.  001   de   2001   del   Manual  de  Procedimientos  Administrativos y Contables para el Manejo y Control de los Bienes en los Entes Públicos del Distrito Capital.

Respecto   a  la  Dependencia   de   Almacén  e  Inventarios,  es  de  anotar  que  se dificulta  notoriamente   la  Fiscalización a  la  misma  pues  la  información  no  se encuentra   centralizada   y  archivada   en   cada  contrato, teniendo  que  consultar  diferentes  fuentes,  más  aún, respecto a los  datos  antiguos   se  hace  necesario   desplazarse  al  archivo  ubicado    en  el  Barrio   de  Ciudad     Kennedy y  tampoco  hay  historial  total   de  las  personas   tanto  de  los  funcionarios  responsables   de  Almacén  como de  la  información   de  las   transacciones   de  dicha  oficina.

La evaluación efectuada frente a la línea de contratos de comodato, nos permite considerar, que los contratos en estudio se caracterizan por no encontrarse foliados, circunstancia que desconoce el aseguramiento de la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros, objetivo fundamental del diseño y desarrollo del sistema de control interno.  Es de destacar, como en todos los procesos de la administración publica deben ponerse en juego los distintos elementos fundamentales del control interno,  a efectos de propiciar un efectivo control que garantice el cumplimiento de los fines y principios de la función administrativa del Estado. 

Así mismo, las obligaciones surgidas del contrato, la extensión de los riesgos y  los elementos entregados a Juntas de Acción comunal y  asociaciones en calidad de comodato, no se encuentran amparados por garantía alguna, siendo obligatorias según lo dispuesto por el estatuto contractual. Es de considerar, que en caso de no constitución de póliza por parte del comodatario, a la entidad comodante le asiste la obligación de amparar los bienes objeto del acuerdo contractual, en defensa del patrimonio que le ha sido confiado para su manejo e inversión. 

El Comité de Control social de la Unidad Local de Chapinero, participó de la Auditoria Gubernamental con Enfoque Integral, modalidad especial, brindando acompañamiento a la Dra. Clara Inés Orjuela Araque, contadora de este ente de control, en la revisión de los contratos de comodato y en el trabajo de campo, consistente en la practica de pruebas selectivas tendientes a determinar la existencia física, uso y estado de los bienes o elementos en poder de terceros.

La Auditoria Gubernamental con enfoque integral modalidad especial segunda fase arrojo beneficios directos por un valor de setenta y tres millones trescientos trece mil, quinientos ochenta y cuatro pesos ($73.3 millones), resultantes de las actividades  implementadas por el sujeto de control para subsanar las observaciones efectuadas por esta Unidad Local, en virtud de dos observaciones consignadas en el Plan de Mejoramiento y en el oficio N° 32102-268  de fecha octubre 19 de 2004. La existencia de los beneficios se encuentra evidenciada y debidamente soportada, luego del seguimiento adelantado frente a las 

recomendaciones y acciones cumplidas en desarrollo del Plan de Mejoramiento en el propio ejercicio del proceso auditor.

En desarrollo de la presente auditoria tal como se detalla en el Anexo 1, se establecieron treinta y nueve (39) hallazgos administrativos, los que deberán ser considerados por la administración para ser incluidos en el plan de mejoramiento por parte del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero, se consolidaron cuarenta y seis (46) hallazgos con alcance disciplinario, los que serán trasladados a la Personería de Distrital y  un (1) hallazgo fiscal por valor total de dos millones novecientos dieciséis mil doscientos sesenta y cuatro pesos m/cte ($2.9 millones) y se generaron beneficios producto del control fiscal por valor de setenta y tres millones trescientos trece mil, quinientos ochenta y cuatro pesos ($73.3 millones

A fin de lograr que la labor de auditoría conduzca a que se emprendan actividades de mejoramiento de la gestión pública, el FDLCH debe diseñar un Plan de Mejoramiento que permita solucionar las deficiencias puntualizadas, en el menor tiempo posible, documento que debe ser presentado por el Alcalde Local dentro de los quince (15) días siguientes a la presentación del informe final de Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral, ante la Dirección Sector Desarrollo Local y Participación Ciudadana.

El Plan de Mejoramiento debe detallar las medidas y compromisos que se adoptarán respecto de cada uno de los hallazgos identificados, cronograma en que implementaran los correctivos, responsables de efectuarlos y del seguimiento de su ejecución, de conformidad con lo dispuesto en la Resolución No. 053 de 2001 y el anexo de la Resolución 023 de 2002, emanados de este ente de Control.

Bogotá. D.C, diciembre  de 2004.

Cordialmente,

PEDRO NEL PINEDA ROJAS

Director Sector Desarrollo Local  y Participación Ciudadana.

4. RESULTADOS DE LA AUDITORIA

En el siguiente cuadro se muestra el número de contratos y valor de la contratación realizada por el Fondo de Desarrollo Local de Chapinero durante la vigencia 2003:

CUADRO  1

CONTRATACION TOTAL  VIGENCIA 2003

                                                                                                                                                                Millones de pesos

CONTRATOS
N°
VALOR
% PARTICIP.

Gestión Pública Admirable
90
2,063,3
33%

Convenios 
16
3,583,8
58%

Contratación UEL´s
15
570,8
9%

Valor Total  
121
6,217,9
100%

    Fuente: Relación de Contratación Vigencia 2003. Oficina Jurídica. FDLCH.

EL  FDLCH  celebró 121 contratos en la vigencia 2003 por un valor total de  $6.217.9 millones, el 58% de la contratación fue celebrada mediante Convenios Interadministrativos, el 33% para el Objetivo Gestión Pública Admirable y únicamente el 9% para ser ejecutados por diferentes UEL´s.

Durante la vigencia 2003 se celebraron 31 contratos para inversión directa social, de los cuales 16 se ejecutaron mediante convenios ($3.583.8 millones) representando el 58% del total de la contratación de la vigencia y tan solo el 9% ($570.8 millones) representados en 15 contratos que fueron tramitados ante las UEL, significando que la administración concentró gran parte de los recursos para ser contratados mediante convenios, obviando de esta manera el proceso contractual de licitación; a pesar de haber tramitado casi el 50% del número de proyectos (15) ante las UEL  estos significaron tan solo un 9% de los recursos.

4.1. CONTRATACIÓN DEL FONDO DE DESARROLLO LOCAL DE CHAPINERO (FDLCH)

4.1.1.  Contrato de prestación de servicios N° 015 de 2003, Contratista: INDUTRONICA LTDA. Objeto: Servicio sistema de cableado estructurado.
4.1.1.1.  El sujeto de control no adelantó los estudios previos correspondientes al análisis de conveniencia y oportunidad, establecidos en el  articulo 8° del decreto 2170 de 2002, reglamentario de la ley 80 de 1993, el cual establece el contenido mínimo de los estudios que debe efectuar la administración en forma previa a la apertura del proceso de selección, hecho que no se consigna en la carpeta contentiva del contrato.

Tal falencia viabiliza una contratación que puede no ser oportuna o conveniente para la entidad, desconociendo los posibles riesgos a los que se enfrenta, los que pueden dejar de estar cubiertos por su falta de observancia. 

Respuesta de la entidad: “...siendo del caso señalar que efectivamente se verificó la no  existencia de este documento en los contratos de vigencia 2003...”

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia de carácter disciplinario, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.1.1.2. Los términos de referencia no contemplan criterios de desempate, circunstancia que desconoce lo dispuesto en el articulo 10° numeral 5 del decreto 2170 de 2002, y que en caso de presentarse tal hipótesis podría abrir la puerta a criterios subjetivo  para determinar el proponente seleccionado.

Respuesta de la entidad: “Una vez revisada la carpeta del contrato se encontró que en efecto los términos de referencia no contemplan criterios de desempate, pero fueron elaborados con el apoyo de los Ingenieros de Sistemas de la Secretaría de Gobierno, y conforme a los criterios de evaluación y su ponderación, no era posible la ocurrencia de empates.”

El equipo auditor no acepta la respuesta de la administración, en tanto la norma establece un imperativo básico, el que consecuentemente no faculta al funcionario responsable de la actividad contractual a obviar el contenido mínimo de los términos de referencia, dentro de los cuales deben consignarse criterios de desempate. 

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia de carácter disciplinario, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.1.1.3.  No existe en la carpeta contentiva del contrato el estudio sobre las condiciones del mercado, ordenado por el articulo 6° del decreto 2170 de 2002., el cual debió ser efectuado por la  administración, en aras de determinar que los valores ofertados por los proponentes se encuentran ajustados a tales precios.

Respuesta de la entidad: “Debe indicarse que a folios 8 al 17 del contrato, reposan cotizaciones previas o estudios de mercado, por lo que la observación no es cierta, y se aclara que de acuerdo con el monto de la contratación, el proceso de selección se efectúo por página web”.

El equipo auditor no acepta la respuesta de la administración, dado que si bien en la carpeta contentiva del contrato reposan cotizaciones, estas por si mismas no constituyen estudio de mercado, del cual debió dejarse constancia por escrito según lo establecido en la norma.

La norma (Articulo 6° del decreto 2170 de 2002) exige expresamente un análisis, (“Si de tal análisis se desprende...”), análisis que se constituye en punto de referencia entre los precios presentados por los oferentes y los del mercado a efectos de determinar su pertinencia y correspondencia, siendo tan importante tal estudio que la ley le permite a la entidad, fruto del estudio, declarar desierto el proceso cuando no existan razones que no justifiquen la diferencia entre unos precios y otros.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia de carácter disciplinario, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.1.2. Contrato de prestación de servicios N° 007 de 2003 Contratista: IMPORTADORA MEGAREPUESTOS. Objeto: Mantenimiento  preventivo y correctivo del parque automotor de la Alcaldía de Chapinero.

4.1.2.1.  En la carpeta contentiva del contrato, no aparecen cotizaciones diferentes a las presentadas por el contratista, las que reposan en carpeta diferente, debiendo reposar todos los soportes contractuales en la carpeta correspondiente.

Respuesta de la entidad: “Se anexa al contrato ocho (08) cotizaciones de otros proveedores de repuestos realizadas oportunamente a Las presentadas por el contratista. Al doctor Lopez en su momento de la auditoria se le informo que estas se encontraban en AZ de control a los vehículos que se lleva en el almacén y no se habían incluido en el contrato por lo extenso del contrato.

El equipo auditor no acepta la respuesta de la entidad, por cuanto esta corrobora lo afirmado por el ente de control, en tanto que expresa, que no se habían incluido las cotizaciones  por lo extenso del contrato, argumento que no es de recibo teniendo en cuenta que es obligación del sujeto de control, asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.1.2.2.  El sujeto de control no adelantó los estudios previos correspondientes al análisis de conveniencia y oportunidad, establecidos en el  articulo 8° del decreto 2170 de 2002, reglamentario de la ley 80 de 1993, el cual establece el contenido mínimo de los estudios que debe efectuar la administración en forma previa a la apertura del proceso de selección, hecho que no se consigna en la carpeta contentiva del contrato.

Tal falencia viabiliza una contratación que puede no ser oportuna o conveniente para la entidad, desconociendo los posibles riesgos a los que se enfrenta, los que pueden dejar de estar cubiertos por su falta de observancia.

Respuesta de la entidad: “...siendo del caso señalar que efectivamente se verificó la no  existencia de este documento en los contratos de vigencia 2003...”

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia de carácter disciplinario, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.1.3. Contrato de prestación de servicios  N°  004 de 2003 Contratista: TV CIUDAD Objeto: Servicio de apoyo logístico para la organización de un programa de promoción sobre las actividades realizadas por la Alcaldía Local de Chapinero “Arriba Bogotá”

4.1.3.1.  El sujeto de control no adelantó los estudios previos correspondientes al análisis de conveniencia y oportunidad, establecidos en el  articulo 8° del decreto 2170 de 2002, reglamentario de la ley 80 de 1993, el cual establece el contenido mínimo de los estudios que debe efectuar la administración en forma previa a la apertura del proceso de selección, hecho que no se consigna en la carpeta contentiva del contrato.

Tal falencia viabiliza una contratación que puede no ser oportuna o conveniente para la entidad, desconociendo los posibles riesgos a los que se enfrenta, los que pueden dejar de estar cubiertos por su falta de observancia.

Respuesta de la entidad: “...siendo del caso señalar que efectivamente se verificó la no  existencia de este documento en los contratos de vigencia 2003...”

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia de carácter disciplinario, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.

4.1.4.  Contrato Nº 006 de 2003. Contrato de Prestación de Servicios. Contratista: EPM Microdata Ltda Objeto: Servicio de mantenimiento preventivo y correctivo con el soporte técnico y suministro de repuestos para los equipos de computo y periféricos de propiedad del FDL. 

4.1.4.1.  En las Ordenes de Pago Nº 132, 180, 238 y 293, la columna de control de pagos y anticipos se encuentra en blanco, desconociendo lo dispuesto en el literal e) del artículo 2 de la ley 87 de 1993.

En las Ordenes de Pago Nº 132-180-238 y 293, la columna de control de pagos y anticipos se encuentra en blanco, desconociéndose lo dispuesto en el literal e) del artículo 2 de la ley 87 de 1993. Es de anotar, que uno de los objetivos del sistema de control interno es asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros

Respuesta de la entidad: “Al respecto se aclara que la Secretaría de Hacienda a través de la Tesorería implementó el Sistema de Operación y Gestión de Tesorería -OPGET-, incluido en el Plan Estratégico de Sistemas de la Secretaría de Hacienda Distrital, para optimizar los procesos de ingresos, pagos y de gestión financiera obligando a todas las entidades del Distrito a diligenciar los pagos en dicho sistema, el cual aún se encuentra en proceso de ajuste y aún no permite diligenciar la columna de control de pagos y anticipos, tal como se efectuaba anteriormente en el sistema SIDIF ya que las Ordenes de Pago se elaboraban en hoja de cálculo excel y digitando la información manualmente.

No se está desconociendo lo dispuesto en el literal  e) del artículo 2 de la ley 87 de 1993; todo lo contrario, con la implementación de los aplicativos OPGET, PREDIS Y PAC se está dando cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 40 del decreto 1139 de 2000, el cual establece el control administrativo que ejerce la Secretaría de Hacienda Distrital a través de la Dirección Distrital de Presupuesto, para garantizar la correcta programación y ejecución presupuestal.” 

En mesa de trabajo se expreso por parte de la Subdirección de Fiscalización, que aun cuando el manejo técnico del programa, es de competencia exclusiva de la Unidad de Sistemas de la Secretaria de Hacienda del Distrito, es obligación de la entidad asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros, no existiendo prueba de gestión alguna de parte del sujeto de control, tendiente a dar cumplimiento a tal deber legal.

Por tanto, el equipo auditor no acepta la respuesta de la entidad, por cuanto independiente de las fallas del Sistema  de Operación de Gestión y Tesorería OPGET, la administración local  debió adelantar las observaciones y acciones tendientes a asegurar la confiabilidad de la información y sus registros.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.1.5.  Contrato Nº 001 de 2003. Compra venta, Contratista Comercializadora Ferlag Ltda. Objeto: Suministro de elementos de papelería y útiles de Oficina. 

4.1.5.1.  El sujeto de control no adelantó los estudios previos correspondientes al análisis de conveniencia y oportunidad, establecidos en el  articulo 8° del decreto 2170 de 2002, reglamentario de la ley 80 de 1993, el cual establece el contenido mínimo de los estudios que debe efectuar la administración en forma previa a la apertura del proceso de selección, hecho que no se consigna en la carpeta contentiva del contrato.

Tal falencia viabiliza una contratación que puede no ser oportuna o conveniente para la entidad, desconociendo los posibles riesgos a los que se enfrenta, los que pueden dejar de estar cubiertos por su falta de observancia.

Respuesta de la entidad: “...siendo del caso señalar que efectivamente se verificó la no  existencia de este documento en los contratos de vigencia 2003...”

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia de carácter disciplinario, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.1.6.  Contrato Nº 014 de 2003. Prestación de Servicios, Contratista: José Agustín Bolívar Ramírez. Objeto: Servicio de suministro y mano de obra de pintura para las dependencias y oficinas de la nueva Sede Alcaldía Local. 

4.1.6.1. El sujeto de control no adelantó los estudios previos correspondientes al análisis de conveniencia y oportunidad, establecidos en el  articulo 8° del decreto 2170 de 2002, reglamentario de la ley 80 de 1993, el cual establece el contenido mínimo de los estudios que debe efectuar la administración en forma previa a la apertura del proceso de selección, hecho que no se consigna en la carpeta contentiva del contrato.

Tal falencia viabiliza una contratación que puede no ser oportuna o conveniente para la entidad, desconociendo los posibles riesgos a los que se enfrenta, los que pueden dejar de estar cubiertos por su falta de observancia.

Respuesta de la entidad: “...siendo del caso señalar que efectivamente se verificó la no  existencia de este documento en los contratos de vigencia 2003...”

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia de carácter disciplinario, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.1.6.2.   La Orden de Pago Nº 65, la columna de control de pagos y anticipos se encuentra en blanco. Lo anterior transgrede lo dispuesto en el literal e) del artículo 2 de la ley 87 de 1993. Es de anotar, que uno de los objetivos del sistema de control interno es asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros

Respuesta de la entidad:” Al respecto se aclara que la Secretaría de Hacienda a través de la Tesorería implementó el Sistema de Operación y Gestión de Tesorería -OPGET-, incluido en el Plan Estratégico de Sistemas de la Secretaría de Hacienda Distrital, para optimizar los procesos de ingresos, pagos y de gestión financiera obligando a todas las entidades del Distrito a diligenciar los pagos en dicho sistema, el cual aún se encuentra en proceso de ajuste y aún no permite diligenciar la columna de control de pagos y anticipos, tal como se efectuaba anteriormente en el sistema SIDIF ya que las Ordenes de Pago se elaboraban en hoja de cálculo excel y digitando la información manualmente.

No se está desconociendo lo dispuesto en el literal  e) del artículo 2 de la ley 87 de 1993; todo lo contrario, con la implementación de los aplicativos OPGET, PREDIS Y PAC se está dando cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 40 del decreto 1139 de 2000, el cual establece el control administrativo que ejerce la Secretaría de Hacienda Distrital a través de la Dirección Distrital de Presupuesto, para garantizar la correcta programación y ejecución presupuestal.” 

En mesa de trabajo se expreso por parte de la Subdirección de Fiscalización, que aun cuando el manejo técnico del programa, es de competencia exclusiva de la Unidad de Sistemas de la Secretaria de Hacienda del Distrito, es obligación de la entidad asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros, no existiendo prueba de gestión alguna de parte del sujeto de control, tendiente a dar cumplimiento a tal deber legal.

Por tanto, el equipo auditor no acepta la respuesta de la entidad, por cuanto independiente de las fallas del Sistema  de Operación de Gestión y Tesorería OPGET, la administración local  debió adelantar las observaciones y acciones tendientes a asegurar la confiabilidad de la información y sus registros.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento.

4.1.7.  Orden de Servicio Nº 019 de 2003. Orden de Servicio. Contratista: Inversiones Vázquez. Objeto: Servicio de suministro de combustibles, despinchadas, cambio de aceite, lubricantes y engrase para el mantenimiento de vehículos. 

4.1.7.1. Los seis pagos periódicos se realizaron de manera previa al suministro del servicio,  en la orden  de pago de la orden textualmente dice: “ El Fondo  pagará al contratista el valor estipulado en la presente Orden de Servicios, en forma periódica la suma de un millón cien mil pesos cada vez que se reciban doscientos veinte (220) vales, previa solicitud por parte del supervisor de la Orden....” 

Los pagos  han debido realizarse después de recibido el servicio, previa presentación adjunta de las  facturas correspondientes y recibo a satisfacción del servicio prestado por parte del Supervisor de la Orden.
Respuesta del FDLCH: “Al respecto se indica que  el contrato en la cláusula de forma de pago indica: “EL FONDO pagará AL CONTRATISTA el valor estipulado en la presente orden de servicios, en forma periódica la suman de un millón cien mil pesos ($1.100.000.00) cada vez que se reciban doscientos veinte 220 vales, previa solicitud por parte del supervisor de la orden. “.

De esta manera, los pagos se ajustaron a lo previsto en el contrato pues se efectuaron una vez recibidos los vales de combustible. El servicio contratado es el suministro de combustible pero la entrega de los vales implican el derecho a hacerlos efectivos en la estación de servicio cada vez que se requiera, en la hora y día hábil o no, considerando la naturaleza del servicio y las gestiones a cargo de la administración local”.

El equipo auditor acepta parcialmente la respuesta  de la entidad, en tanto se cumple con la cláusula de forma de pago, pero considera consecuente con la protección de los recursos, cancelar el valor del caso una vez recibido el servicio correspondiente y previo visto bueno del supervisor,  asegurando así  la adecuada administración ante posibles riesgos. 

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la entidad, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.1.8.  Contrato de prestación de servicios N° 016 de 2003 Contratista:  Marcolino Forero,  Objeto: Apoyo logístico para realizar campaña de divulgación y difusión del Código de Policía. 

4.1.8.1  El sujeto de control no adelantó los estudios previos correspondientes al análisis de conveniencia y oportunidad, establecidos en el  articulo 8° del decreto 2170 de 2002, reglamentario de la ley 80 de 1993, el cual establece el contenido mínimo de los estudios que debe efectuar la administración en forma previa a la apertura del proceso de selección, hecho que no se consigna en la carpeta contentiva del contrato.

Tal falencia viabiliza una contratación que puede no ser oportuna o conveniente para la entidad, desconociendo los posibles riesgos a los que se enfrenta, los que pueden dejar de estar cubiertos por su falta de observancia.
Respuesta de la entidad: “...siendo del caso señalar que efectivamente se verificó la no  existencia de este documento en los contratos de vigencia 2003...”

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia de carácter disciplinario, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.1.9.  Contrato de Interventoría Nº 001 de 2003. Contratista: Consorcio Gradex-Signum. Objeto: Interventoría técnica, administrativa y financiera al Convenio Interadministrativo de Cofinanciación Nº 001 de 2002. 

4.1.9.1.  A  través de la página Web de la entidad se invito a 131 personas interesadas en participar, de los cuales 60 presentaron propuestas, habiéndose realizado la evaluación jurídica y técnica  a las mismas,  sin embargo la evaluación económica tan solo fue realizada para 56 propuestas, las cuatro faltantes corresponden a Patricia Gómez Villegas y Cia, Germán Andrés Jaramillo, Medina 

y Rivera Ingenieros Asociados Ltda y Luis Javier Carrasco Quin. Lo comentado incumple con los términos de referencia, así como el artículo 29 de la Ley 80 de 1993 y artículo 4 del Decreto 2170 de 2002.

Al no evaluar las cuatro (4) propuestas faltantes se corre el riesgo de no realizar una selección objetiva y dejar por fuera ofrecimientos más favorables al FDL.

Respuesta del FDLCH: : “A folios 427 a 455 reposa la evaluación practicada tanto jurídica como económica y técnica, y de su revisión se concluye que de 60 propuestas presentadas, solo 12 cumplen con los presupuestos legales y por ende se admitieron, las demás fueron rechazadas. 

Desde el punto de vista técnico, 9 de las 60 fueron admitidas por cumplir con los términos de referencia, y desde el punto de vista económico, 8 de las propuestas no cumplieron con los términos de referencia y fueron rechazadas.

De esta manera, las evaluaciones fueron simultáneas y no violan el artículo 29 de la Ley 80 de 1993 ni ninguna otra disposición vigente.”

Efectuada la  verificación por parte del equipo auditor en mesa de trabajo, se establece a diferencia de lo expresado en la respuesta del sujeto de control, que de las 60 propuestas solo 10 y no 12 cumplieron con los presupuestos legales, en tanto solo 10 dieron estricta aplicación a los términos de referencia en lo referente a la evaluación jurídica.

De otro lado se advierte, que  las evaluaciones fueron simultaneas, incluyendo a los 60 oferentes en las evaluaciones jurídica y técnica, mientras que en la económica solo  fueron tomados 56 de los proponentes. No obstante, esta circunstancia  no afecto el normal desarrollo del proceso de  selección, en tanto que las propuestas faltantes fueron inadmitidas en el análisis de orden jurídico, pero sin duda  constituyen un hecho irregular que deberá ser contemplado en el plan de mejoramiento para evitar  su repetición.
De acuerdo a lo señalado y a la revisión efectuada por el  equipo auditor , este confirma la observación como hallazgo administrativo, el que como se dejo dicho, deberá ser contemplado en el plan de mejoramiento.

4.1.10.  Contrato 019 de 2003. Prestación de Servicios. Contratista Sepecol. Objeto: Servicio de Vigilancia y Seguridad para la nueva sede de la Alcaldía Local Cra 13 Nº 54-78. Valor $6.7 millones.  Adición $3.3 millones.

4.1.10.1.   En las Ordenes de Pago Nº 116 y 174, la columna de control de pagos y anticipos se encuentra en blanco. Lo anterior incumple lo dispuesto en el literal e) del artículo 2 de la ley 87 de 1993.

Es de anotar, que uno de los objetivos del sistema de control interno es asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros

Respuesta de la entidad: “Al respecto se aclara que la Secretaría de Hacienda a través de la Tesorería implementó el Sistema de Operación y Gestión de Tesorería -OPGET-, incluido en el Plan Estratégico de Sistemas de la Secretaría de Hacienda Distrital, para optimizar los procesos de ingresos, pagos y de gestión financiera obligando a todas las entidades del Distrito a diligenciar los pagos en dicho sistema, el cual aún se encuentra en proceso de ajuste y aún no permite diligenciar la columna de control de pagos y anticipos, tal como se efectuaba anteriormente en el sistema SIDIF ya que las Ordenes de Pago se elaboraban en hoja de cálculo excel y digitando la información manualmente.
No se está desconociendo lo dispuesto en el literal  e) del artículo 2 de la ley 87 de 1993; todo lo contrario, con la implementación de los aplicativos OPGET, PREDIS Y PAC se está dando cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 40 del decreto 1139 de 2000, el cual establece el control administrativo que ejerce la Secretaría de Hacienda Distrital a través de la Dirección Distrital de Presupuesto, para garantizar la correcta programación y ejecución presupuestal”. 

En mesa de trabajo se expreso por parte de la Subdirección de Fiscalización, que aun cuando el manejo técnico del programa, es de competencia exclusiva de la Unidad de Sistemas de la Secretaria de Hacienda del Distrito, es obligación de la entidad asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros, no existiendo prueba de gestión alguna de parte del sujeto de control, tendiente a dar cumplimiento a tal deber legal.

Por tanto, el equipo auditor no acepta la respuesta de la entidad, por cuanto independiente de las fallas del Sistema  de Operación de Gestión y Tesorería OPGET, la administración local  debió adelantar las observaciones y acciones tendientes a asegurar la confiabilidad de la información y sus registros.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.1.11.  Contrato de Prestación de servicios No. 008 de 2003. Contratista Nelson Eduardo Bulla Herrera. Objeto: Profesional contador como apoyo al área de contabilidad. 
4.1.11.1.   El sujeto de control no adelantó los estudios previos correspondientes al análisis de conveniencia y oportunidad, establecidos en el  articulo 8° del decreto 2170 de 2002, reglamentario de la ley 80 de 1993, el cual establece el contenido mínimo de los estudios que debe efectuar la administración en forma previa a la apertura del proceso de selección, hecho que no se consigna en la carpeta contentiva del contrato.

Tal falencia viabiliza una contratación que puede no ser oportuna o conveniente para la entidad, desconociendo los posibles riesgos a los que se enfrenta, los que pueden dejar de estar cubiertos por su falta de observancia.
Respuesta de la entidad: “...siendo del caso señalar que efectivamente se verificó la no  existencia de este documento en los contratos de vigencia 2003...”

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia de carácter disciplinario, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.1.11.2.   En la Orden de Pago Nº 153 que corresponde al segundo pago de la Orden de servicio, la columna de control de pagos y anticipos se encuentra en blanco. Lo anterior transgrede lo dispuesto en el literal e) del artículo 2 de la ley 87 de 1993.

Es de anotar, que uno de los objetivos del sistema de control interno es asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros

Respuesta de la entidad: “Al respecto se aclara que la Secretaría de Hacienda a través de la Tesorería implementó el Sistema de Operación y Gestión de Tesorería -OPGET-, incluido en el Plan Estratégico de Sistemas de la Secretaría de Hacienda Distrital, para optimizar los procesos de ingresos, pagos y de gestión financiera obligando a todas las entidades del Distrito a diligenciar los pagos en dicho sistema, el cual aún se encuentra en proceso de ajuste y aún no permite diligenciar la columna de control de pagos y anticipos, tal como se efectuaba anteriormente en el sistema SIDIF ya que las Ordenes de Pago se elaboraban en hoja de cálculo excel y digitando la información manualmente.
No se está desconociendo lo dispuesto en el literal  e) del artículo 2 de la ley 87 de 1993; todo lo contrario, con la implementación de los aplicativos OPGET, PREDIS Y PAC se está dando cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 40 del decreto 1139 de 2000, el cual establece el control administrativo que ejerce la Secretaría de Hacienda Distrital a través de la Dirección Distrital de Presupuesto, para garantizar la correcta programación y ejecución presupuestal”. 

En mesa de trabajo se expreso por parte de la Subdirección de Fiscalización, que aun cuando el manejo técnico del programa, es de competencia exclusiva de la Unidad de Sistemas de la Secretaria de Hacienda del Distrito, es obligación de la entidad asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros, no existiendo prueba de gestión alguna de parte del sujeto de control, tendiente a dar cumplimiento a tal deber legal.

Por tanto, el equipo auditor no acepta la respuesta de la entidad, por cuanto independiente de las fallas del Sistema  de Operación de Gestión y Tesorería OPGET, la administración local  debió adelantar las observaciones y acciones tendientes a asegurar la confiabilidad de la información y sus registros.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.1.12. Contrato N° 036 de 2003, Contratista; Fundación Compartir, Objeto: Prestar cooperación y asistencia técnica a la comunidad y Alcaldía Local para ejecutar la remodelación adecuación y mejoramiento del parque Bellavista.

4.1.12.1.    El sujeto de control no adelantó los estudios previos correspondientes al análisis de conveniencia y oportunidad, establecidos en el  articulo 8° del decreto 2170 de 2002, reglamentario de la ley 80 de 1993, el cual establece el contenido mínimo de los estudios que debe efectuar la administración en forma previa a la apertura del proceso de selección, hecho que no se consigna en la carpeta contentiva del contrato.

Tal falencia viabiliza una contratación que puede no ser oportuna o conveniente para la entidad, desconociendo los posibles riesgos a los que se enfrenta, los que pueden dejar de estar cubiertos por su falta de observancia.
Respuesta de la entidad: “...siendo del caso señalar que efectivamente se verificó la no  existencia de este documento en los contratos de vigencia 2003...”

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia de carácter disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.1.13.  Contrato Nº 002 de 2004 Objeto: Prestación de servicios de asesoría, apoyo técnicos y metodológico para apoyar la formulación del plan de desarrollo. Contratista Manuel Alfonso Gaviria Torres.

Es de anotar, que a auditoria adelantaba frente al contrato que nos ocupa, es fruto de derecho de petición formulado por la ciudadanía dentro de la  vigencia. 

4.1.13.1. El contrato se encuentra parcialmente foliado, en ausencia de  Identificación numérica en algunos folios contentivos de las actuaciones contractuales, hecho que potencialmente puede generar perdida y/o manipulación de los documentos y que no asegura la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.

Respuesta de la entidad: “Es aplicable a este numeral todo lo indicado respecto del punto 1 de este escrito.” (Ver respuesta de la entidad numeral 4.1.14.1)

El equipo auditor no acepta la respuesta de la entidad, por cuanto no es de recibo el argumento de falta de foliación por encontrase el contrato en revisión de la Contraloría, dado que al momento  de asumir el conocimiento de los documentos del contrato, estos ya debían estar debidamente identificados hasta la ultima actuación surtida. 

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor no acepta la respuesta y la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

 4.1.13.2.   El proponente no presenta la declaración de bienes y rentas establecida como documento esencial y por ende causal de rechazo de la propuesta, desconociendo lo dispuesto en los términos en el numeral Nº 9 “Análisis y evaluación de ofertas” y lo establecido en el numeral 8º del articulo 24 de la ley 80 de 1993 principio de transparencia 

Respuesta de la entidad: Es aplicable la respuesta dada al punto 3.” (Ver respuesta de la entidad numeral 4.1.14.2)
Evaluado el caso por el equipo auditor y el Asesor Jurídico de la Dirección, se ha concluido que la inclusión de un documento en los términos de referencia, no requerido por la naturaleza del contrato y no esencial para la futura comparación de las ofertas, no comporta en estricto sentido confusión en los mismos, máxime cuando no implico en ningún caso que las ofertas fueran rechazadas, ni decisiones de carácter subjetivo violatorias del régimen legal.

No obstante, tal circunstancia se constituye en hallazgo administrativo, por lo que deberá ser tenida en cuenta por la entidad, a efectos de no volver a cometer tal equivoco, debiendo ser incluida en el plan de mejoramiento.
4.1.13.3.   Se desconocieron los  términos de referencia al  adjudicarse el contrato hasta el 15 de junio, cuando la  fecha para el efecto era el 03 de junio de 2004, dejándose de aplicar lo consagrado en el numeral 10 de los términos de referencia y lo dispuesto en el numeral 8° del articulo 24 de la ley 80 de 1993, principio de transparencia.

Respuesta de la entidad:” Es aplicable lo indicado respecto del punto 6.” (Ver respuesta de la entidad numeral 4.1.14.3)

Referente a la observación presentada, es del caso precisar como lo ha dejado sentado la doctrina y la jurisprudencia, que la naturaleza jurídica de los pliegos de condiciones o términos de referencia que elabora la administración pública, para la contratación de sus obras, bienes o servicios, está claramente definida en tanto son el reglamento que disciplina el procedimiento de selección del contratista y delimita el contenido y alcances del la fase precontractual y contractual, tanto como las cláusulas de tipo sustancial y procedimental,  de obligatorio cumplimiento para la administración y el contratista, de ahí el acierto de que se tengan como "la ley del contrato".

Son entonces, los términos de referencia  ley para las partes, y como Ley, reúnen todos los aspectos de orden jurídico que de acuerdo a lo consignado en ellos y en coherencia además, con la normativa constitucional y legal aplicable en nuestro ordenamiento jurídico colombiano, se constituyen bajo esta premisa en un componente revestido de integralidad que la Entidad debe cumplir y hacer cumplir, otorgando así la transparencia debida y la  seguridad jurídica correspondiente ante los participantes y la comunidad en general.

Es de destacar, que es deber del servidor publico, cumplir con diligencia y eficiencia el servicio encomendado y  le esta prohibido retardar el despacho de los asuntos a su cargo o la prestación del servicio a que esta obligado, de conformidad con lo establecido en los artículos 34 y 35 de la ley 734 de 2002.

La omisión del sujeto de control, desconoce así mismo lo contemplado en el  numeral 1° del articulo 25  DEL PRINCIPIO DE ECONOMIA,  en virtud del cual en las normas de selección y en los pliegos de condiciones o términos de referencia para la escogencia de contratistas, se cumplirán y establecerán los procedimientos y etapas estrictamente necesarios para asegurar la selección objetiva de la propuesta más favorable. Para éste propósito se señalarán términos preclusivos y perentorios para las diferentes etapas de la selección y las autoridades darán impulso oficioso a las actuaciones".

Es de anotar, que la administración no se encontró en circunstancias de fuerza mayor o caso fortuito, por cuanto la selección debió adelantarse respecto a solo dos ofertas, cuya complejidad era mínima, además de contar para el efecto con mas  de dos semanas,
A su turno, es menester considerar que la falta disciplinaria no exige el concurso de los elementos propios de la responsabilidad fiscal, como son, una conducta dolosa o culposa, un daño patrimonial y un nexo causal, sino simplemente la incursión en cualquiera de las conductas o comportamientos previstos en el Código Único disciplinario, que conlleve el incumplimiento de deberes, la extralimitación en el ejercicio de los derechos, impedimentos y conflictos de intereses, como lo prevé el articulo 23 de la ley 734 de 2002.
De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor no acepta la respuesta y confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.1.13.4.    La póliza Nº 0162117 expedida por aseguradora Solidaria de Colombia no cumple con las vigencias de amparo establecidos en los términos de referencia, con todo fueron aprobadas, desconociendo lo dispuesto en el numeral 19 del articulo 25 de la ley 80 de 1993 y lo consagrado en el articulo 18 del decreto 679 de marzo 28 de 1994.

La vigencia establecida para los amparos tanto de cumplimiento como de calidad, consignadas en el contrato, es de un termino igual al plazo de  ejecución (5 meses)  y seis meses mas contados a partir del acta de inicio.

Siendo la fecha de inicio el 22 de junio de 2003, las vigencias debían haber cubierto  como mínimo hasta el 22 de mayo de 2004, hecho que no ocurre en el caso en comento.

Respuesta de la entidad. “Es aplicable la respuesta dada frente al numeral 5”. En consecuencia hay lugar al hallazgo de tipo administrativo no disciplinario toda vez que fue desvirtuado.”

El equipo auditor no acepta la respuesta de la entidad, confirmando el indicio de hallazgo consistente en la aprobación de la póliza Nº 0162117 expedida por aseguradora Solidaria de Colombia, la cual no cumple con  las vigencias de amparo establecidas en los términos de referencia, desconociendo lo dispuesto en el articulo 18 del decreto  679 de 1994. 

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor no acepta la respuesta y confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.

4.1.13.5.  Los términos de referencia en su numeral 4º establecen que las propuestas deberán radicarse  en la oficina de correspondencia  de la Alcaldía  el día 27 de mayo de 2004, hecho que al ser constatado no se efectuó como lo consigan el acta de visita administrativa fiscal, desconociendo lo previsto en el numeral 8° del articulo 24 de la ley 80 de 1993.

Tal hecho se constituye en falta de aplicación y acatamiento de los términos de referencia que se erigen como ley para los intervinientes en el proceso precontractual y contractual y que al ser obviados constituyen violación del principio de selección objetiva. 

Respuesta de la entidad:” Tal y como se dijo en el numeral 8, las propuestas se recibieron en la Asesoría Jurídica del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero, como consecuencia del error de fechas y a efectos de subsanar el error se dejó constancia de la situación acaecida obrante a folio 20.”
La respuesta de la entidad no es de recibo, en la medida en que de tratarse de sanear el procedimiento por error en las fechas, el tramite a seguir para el efecto, era el de aclarar mediante comunicación dirigida a todos y cada uno de  los proponentes la fecha exacta de recepción y si la administración lo tenia a bien, cambiar el sitio para la misma. Hecho diferente es el ocurrido, con el cual se desconoció abiertamente lo establecido en los términos de referencia generando con ello, falta de transparencia y suspicacia en la comunidad, circunstancia evidenciada en el derecho de petición que genero la auditoria sobre el asunto en comento.

El equipo auditor ha considerado la circunstancia advertida como indicio de hallazgo  administrativo con incidencia  disciplinaria, en tanto la omisión del sujeto de control que aquí se estudia, desdice de la buena marcha y el buen nombre de la administración publica ,finalidad especifica de la potestad disciplinaria, cuando la actuación del servidor publico debe estar orientada a  cumplir con  un determinado comportamiento en el ejercicio de sus funciones".
Teniendo en cuenta que como mediante la ley disciplinaria se pretende la buena marcha de la administración pública, asegurando que los servidores del Estado cumplan fielmente con sus deberes oficiales, entonces se tipifican las conductas constitutivas de falta disciplinaria, en tipos abiertos que suponen un amplio margen de valoración y apreciación en cabeza del fallador.
De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia de carácter disciplinario, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.

4.1.13.5. El  contratista cuenta con una oficina en la sede de la alcaldía Local (2º piso) y utiliza un computador propiedad de la entidad así como el mobiliario que reposa en la misma, hechos que no se encuentran autorizados contractualmente.

Respuesta de la entidad:  “la labor contratada implica pues, que debe existir una articulación entre la administración local y las actividades que viene desarrollando en materia de participación, que no pueden ir desligadas por la propia naturaleza del objeto contractual.

Resultaría ilógico entonces, que el contratista no pudiera utilizar las instalaciones donde llega la comunidad para transmitir la información de las actividades que se desarrollan en virtud del objeto contractual, por tanto no necesariamente esta obligación debería estar pactada en el contrato.

De lo anterior se colige que el contratista estará tanto en la Alcaldía Local como en las demás instituciones, para lograr la efectiva participación ciudadana del rango constitucional y legal vigente.

Por ende, es obvio que se requiera de un espacio físico dentro de la Alcaldía Local y el uso de algunos elementos como muebles y enseres  indispensables para la atención de la comunidad y de elementos logísticos, por la naturaleza del objeto contractual, los que son indispensables para hacer posible el cumplimiento de los fines perseguidos.”

En el acta de visita fiscal realizada por ese organismo de control el 31 de agosto, se menciona la necesidad del uso de las instalaciones para la atención de la comunidad y usuarios de la localidad, en desarrollo de las obligaciones contractuales, hecho que en forma alguna vulnera ningún ordenamiento legal y lo contrario sería una imposibilidad por parte de la entidad contratante de cumplir con los fines que esta persigue.

En consecuencia, no da lugar al citado hallazgo administrativo ni fiscal porque no se ha presentado daño al patrimonio del distrito por ninguna de las partes, ni existe el nexo causal entre los dos elementos esenciales que constituyan el daño; tampoco se advierte que pueda llegar a constituirse en daño, por lo que lo observado por el ente de control, ha sido desvirtuado.

Deseo indicar igualmente que mediante concepto proferido por la Oficina Asesora de Control Interno de la Secretaría de Gobierno en oficio No.3700-OCI-3 radicación No. 19721 S del 2-8-04, que anexo con el presente escrito, se manifiesta que el Fondo de Desarrollo Local de Chapinero dio cumplimiento a la normatividad vigente en los procesos de selección que dieron origen a los contratos de consultoría 001 y 002 de 2004, así como dentro del proceso contractual propiamente dicha”.

El equipo auditor aceptó la respuesta de la entidad, una vez efectuado el análisis de la relación entre el objeto contractual y las necesarias implicaciones que la ejecución del mismo conllevan, tanto para la administración, el contratista y la comunidad destinataria. No obstante, la falta de consagración contractual en cuanto al uso de las oficinas, muebles o elementos de la Alcaldía, generó en la ciudadanía descontento y suspicacia, hechos reflejados en peticiones dirigidas  a la Secretaria de Gobierno y a esta Contraloría, razón por la cual es pertinente sugerir que en aquellos casos en que sea requerida la utilización de bienes de la administración por parte de particulares, se encuentre motivada y formalizada.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo. 

4.1.14. Contrato N° 001 de 2004 Objeto: : Prestación de servicios de asesoría, apoyo técnico y metodológico para apoyar la formulación del plan de desarrollo. Contratista: Dionne Alexandra Cruz Arenas.

Es de anotar, que a auditoria adelantaba frente al contrato que nos ocupa, es fruto de derecho de petición formulado por la ciudadanía dentro de la  vigencia.

4.1.14.1.   El contrato  no se encuentra  foliado, adoleciendo de identificación numérica  cada uno de los folios contentivos de las actuaciones y soportes contractuales, desconociéndose la obligación del sujeto de control, de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.
Respuesta de la entidad: “Se indica que el contrato no está foliado, a lo que se aclara que no se había podido realizar dicha labor por cuanto la unidad a su cargo tenía en su poder el contrato desde el 4 de agosto de 2004 y fue devuelto el 3 de septiembre a petición de la Asesora Jurídica del Fondo de Desarrollo Local, así que una vez fue devuelto al Fondo de Desarrollo Local de Chapinero se subsanó esta situación y a la fecha se verifica que el contrato posee un total de 325 folios.

Es del caso señalar que desde el día de mi llegada como Alcaldesa Local, 12 de abril de 2004, he solicitado en comunicaciones reiteradas dentro de las que se pueden citar los memorandos 337 y 329 dirigidos a la Coordinación Administrativa y que se anexan al presente escrito, que se proceda a la foliación de los contratos pues es una preocupación la integridad de los mismos, que no nace a partir de la visita de los entes de control sino del autocontrol de la entidad.”

El equipo auditor no acepta la respuesta de la entidad, por cuanto no es de recibo el argumento de falta de foliación por encontrase el contrato en revisión de la Contraloría, dado que al momento  de asumir el conocimiento de los documentos del contrato, estos ya debían estar debidamente identificados hasta la ultima actuación surtida.. 

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor no acepta la respuesta y la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.1.14.2.  El proponente no presenta la declaración de bienes y rentas establecida como documento esencial y por ende causal de rechazo de la propuesta, desconociendo lo dispuesto en los términos en el numeral Nº 9 “Análisis y evaluación de ofertas” y lo establecido en el numeral 8º del articulo 24 de la ley 80 de 1993 principio de transparencia

Respuesta de la entidad: “...el artículo 1º del Decreto 2232 de 1995 reglamentario de la Ley 190 de 1995 establece la obligación de presentar tal declaración para la posesión de cargos públicos y la suscripción de contratos de prestación de servicios, por lo que no es aplicable la exigencia frente a las consultorías.

Finalmente, debe indicarse que no se ha incurrido en desconocimiento del numeral 8  del artículo 24 de la Ley 80 de 1993  que trata de la desviación o abuso de poder, toda vez que como en efecto se señaló, en los términos de referencia fue el artículo 29 del estatuto contractual y el artículo 4 del Decreto 2170 de 2002, en igual forma porque ninguno de los oferentes fue descalificado por no aportar dicho documento, según se puede observar en la evaluación de las propuestas que obra a folio 101, en la que se puede observar que la propuesta rechazada sobrepasó el presupuesto oficial como requisito esencial que constituye un factor de evaluación.”

Evaluado el caso por el equipo auditor y el Asesor Jurídico de la Dirección, se ha concluido que la inclusión de un documento en los términos de referencia, no requerido por la naturaleza del contrato y no esencial para la futura comparación de las ofertas, no comporta en estricto sentido confusión en los mismos, máxime cuando no implico en ningún caso que las ofertas fueran rechazadas, ni decisiones de carácter subjetivo violatorias del régimen legal.

No obstante, tal circunstancia se constituye en hallazgo administrativo, por lo que deberá ser tenida en cuenta por la entidad, a efectos de no volver a cometer tal equivoco, debiendo ser incluida en el plan de mejoramiento.
4.1.14.3.  Se desconocieron los  términos de referencia al  adjudicarse el contrato hasta el 15 de junio, cuando la  fecha para el efecto era el 04 de junio de 2004, dejándose de aplicar lo consagrado en el numeral 10 de los términos de referencia y lo dispuesto en el numeral 8° del articulo 24 de la ley 80 de 1993, principio de transparencia.

Respuesta de la entidad: “Indica que el contrato debió adjudicarse el 4 de junio y no el 15 como se hizo y ello implica violación del numeral 8º del artículo 24 de la Ley 80 de 1993, a lo que debe señalarse que en efecto los términos previeron un plazo de adjudicación pero la administración requirió de un tiempo mayor para estudiar a cabalidad las propuestas, verificar la información contenida en las certificaciones de estudios e idoneidad y de esta manera garantizar la selección objetiva y el cumplimiento de los fines de la contratación estatal,  sin que ello implique vulneración de norma alguna, por el contrario se buscó la primacía del derecho sustancial sobre el meramente procedimental, que en tal sentido se ha venido pronunciando la Honorable Corte Constitucional en reiterados fallos, además de garantizar la adecuada inversión de los recursos locales.”

Referente a la observación presentada, es del caso precisar como lo ha dejado sentado la doctrina y la jurisprudencia, que la naturaleza jurídica de los pliegos de condiciones o términos de referencia que elabora la administración pública, para la contratación de sus obras, bienes o servicios, está claramente definida en tanto son el reglamento que disciplina el procedimiento de selección del contratista y delimita el contenido y alcances del la fase precontractual y contractual, tanto como las cláusulas de tipo sustancial y procedimental,  de obligatorio cumplimiento para la administración y el contratista, de ahí el acierto de que se tengan como "la ley del contrato".

Son entonces, los términos de referencia  ley para las partes, y como Ley, reúnen todos los aspectos de orden jurídico que de acuerdo a lo consignado en ellos y en coherencia además, con la normativa constitucional y legal aplicable en nuestro ordenamiento jurídico colombiano, se constituyen bajo esta premisa en un componente revestido de integralidad que la Entidad debe cumplir y hacer cumplir, otorgando así la transparencia debida y la  seguridad jurídica correspondiente ante los participantes y la comunidad en general.

Es de destacar, que es deber del servidor publico, cumplir con diligencia y eficiencia el servicio encomendado y  le esta prohibido retardar el despacho de los asuntos a su cargo o la prestación del servicio a que esta obligado, de conformidad con lo establecido en los artículos 34 y 35 de la ley 734 de 2002.

La omisión del sujeto de control, desconoce así mismo lo contemplado en el  numeral 1° del articulo 25  DEL PRINCIPIO DE ECONOMIA,  en virtud del cual en las normas de selección y en los pliegos de condiciones o términos de referencia para la escogencia de contratistas, se cumplirán y establecerán los procedimientos y etapas estrictamente necesarios para asegurar la selección objetiva de la propuesta más favorable. Para éste propósito se señalarán términos preclusivos y perentorios para las diferentes etapas de la selección y las autoridades darán impulso oficioso a las actuaciones".

Es de anotar, que la administración no se encontró en circunstancias de fuerza mayor o caso fortuito, por cuanto la selección debió adelantarse respecto a solo dos ofertas, cuya complejidad era mínima, además de contar para el efecto con mas  de dos semanas.

A su turno, es menester considerar que la falta disciplinaria no exige el concurso de los elementos propios de la responsabilidad fiscal, como son, una conducta dolosa o culposa, un daño patrimonial y un nexo causal, sino simplemente la incursión en cualquiera de las conductas o comportamientos previstos en el Código Único disciplinario, que conlleve el incumplimiento de deberes, la extralimitación en el ejercicio de los derechos, impedimentos y conflictos de intereses, como lo prevé el articulo 23 de la ley 734 de 2002.
De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor no acepta la respuesta y confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.

4.2.  CONTRATOS CELEBRADOS ENTRE EL FDLCH Y LAS UEL

4.2.1. UEL IDU Contrato No. 2 263 de 2003. UEL-IDU. Contratista Consorcio SPAZIO. Contratista: Luis Eduardo Rojas Botia Objeto: Interventoría de obras complementarias. Objeto: Construcción de obras complementarias en la Localidad de Chapinero. 

4.2.1.1.  EL decreto 2170 de 2002, reglamentario de la ley 80 de 1993, establece en su articulo 8°, la obligación de adelantar estudios en los cuales se analice de manera previa la conveniencia y la oportunidad de realizar la contratación de que se trate, consignando en forma expresa la información mínima que estos deben contener, en la que se encuentra entre otras, el análisis de los riesgos de la contratación y en consecuencia el nivel y extensión de los riesgos que deben ser amparados por el contratista, los cuales no se evidencian en el documento en mención ni en parte alguna de la AZ contentivas del contrato.

Respuesta de la UEL IDU : “ ... con base en los memorandos de la oficina de Gestión Ambiental OAGA 0150 59001 del 06 de octubre de 2004 y el OAGA 0150- 59043 del 06 de octubre de 2004 en el cual allegan a la Subdirección técnica de pavimentos Locales y a la Subdirección Tecnifica de Construcciones respectivamente los pliegos de condiciones aprobados: el memorando de la Subdirección técnica de Administración de Activos y con las cantidades de obra entregadas por los consultores, la Subdirección Técnica de pavimentos Locales procedió a elaborar el presupuesto oficial ( Se presenta en el anexo) el cual es concordante con los valores presentados en el capitulo 1.3 de los pliegos de condiciones de la convocatoria No IDU-CP-UEL-DTMV-099.2003.

...De acuerdo con lo anterior, el Análisis de conveniencia y oportunidad remitido por la Alcaldía Local de Chapinero para la suscripción de la contratación proyecto 375 diseño, construcción, renovación, mantenimiento y adecuación de accesos barriales y malla vial secundaria en los barrios de la localidad del cual anexo copia, por lo anterior me permito transcribir el siguiente texto:

6. Análisis de los riesgos de la contratación y consecuencia nivel y extensión de los riesgos que deben ser amparados por el contratista

Con el fin de que la calidad de la obra se ajuste a los requisitos mínimos previstos en las normas técnicas obligatorias, se exige en los pliegos que se cumpla con las normas técnica colombianas, asi como las respectivas licencias ambientales.

De conformidad con lo establecido en numeral 19 del articulo 25 de la ley 800 de 1993, (Sic) los artículos 16 y siguientes del Decreto Numero 679 de 1994 y demás normas legales que rigen la materia, se solicitara una garantía única, cuyo objeto es garantizar en cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones que surjan del contrato, en las cuantías y términos que se determinan  continuación; Garantía Única, cuyo objeto es garantizar el cumplimiento de ...”
Respuesta el Fondo de Desarrollo Local : Si bien es cierto, por parte del fondo de desarrollo local se realizo un análisis de los riesgos, la determinación final del mismo es obligación de la >UEL  pues es a esta unidad quien en ultimas contrata, y no puede excusarse en una falla de la localidad, pues es responsabilidad de la contratación y la exigencia de las pólizas en de quien contrata y no de quien realiza la supervisión.” (Sic)

La respuesta brindada por la entidad sumado a la evaluación efectuada por el equipo auditor, nos permite considerar que el  Fondo de Desarrollo Local, en cumplimiento de lo previsto por el decreto 176 de 1998 y el decreto 2170 de 2002,  debió efectuar un estudio consecuente frente al análisis de los riesgos, a efectos de establecer el nivel de los amparos  a ser constituidos por el contratista. 

Es de anotar, que su actuación no cumple con el espíritu de la norma, ya que se limito a consignar los amparos establecidos en la ley, sin que estos sean fruto de una verdadera evaluación de los potenciales riesgos en la ejecución del acuerdo contractual.

A su turno, es obligación de la Unidad Ejecutiva Local IDU, según lo dispuesto por el articulo 35 del decreto de 2001, realizar las actividades de asesoria y asistencia técnica correspondientes a la planeación, programación, revisión, y elaboración de componentes técnicos y legales de los proyectos de inversión local y de los contratos en nombre del FDL y viabilizar y adelantar la contratación, hechos que no debieron producirse sin el lleno de los requisitos previos, dentro de los que se encuentra el análisis de los riesgos de la contratación y el nivel y extensión de los mismos.

Por tanto, con los nuevos elementos aportados a la discusión esta Unidad local confirma el hallazgo como administrativo con incidencia disciplinaria en cabeza del sujeto de control FDL Chapinero y de la Unidad Ejecutiva Local IDU.

De acuerdo a lo señalado, el equipo auditor acepta la respuesta de la Unidad Ejecutiva Local IDU y establece hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria frente a la conducta desplegada por el FDLCH, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.2.2. UEL DABS CONVENIO INTERADMINISTRATIVO UEL DABS- FDLCH No.01-2003  Objeto: Atención al Adulto Mayor en Pobreza. 
4.2.2.1. No se evidencia la convocatoria de Veedurías Ciudadanas para ejercer el Control Social, contraviniendo lo mencionado en el artículo 66 de la ley 80 de 1993, artículo 9 del decreto 2170 de 2002 como el artículo 20  del Decreto 739 de 1998 sobre planes de desarrollo local y participación Ciudadana, de  igual manera los literales b) y d)  del artículo 2 y  literal h del artículo 4  de la ley 87 de 1993. La falta de convocatoria  no facilita que las organizaciones comunitarias o veedurías ciudadanas, ejerzan una vigilancia permanente y oportuna sobre la gestión desarrollada por cualquier entidad, especialmente sobre los procesos de contratación donde se manejan los recursos públicos, además de impedir que la misma comunidad pueda expresarse y  manifestar sus inconformidades e inquietudes en aras de que se  tomen los correctivos del caso.

Respuesta de la entidad:   “Este convenio se realizó en desarrollo del convenio marco DABS y CITYBANK No. 491 de fecha 6 de septiembre de 2000, antes de entrar en vigencia el decreto 2170 de 2002, la ley aplicable para este momento contractual ley 80 de 1993, para el tema de veedurías Articulo 66 en la que se establecía la participación comunitaria, sin hacer claridad el momento contractual en el que debía actuar, tema que reglamento el decreto 2170/2002.”

El equipo auditor no acepta la respuesta de la Unidad Ejecutiva Local DABS, en tanto la conducta cuestionada corresponde al convenio interadministrativo UEL DABS- FDLCH No.01-2003, suscrito el 17 de octubre del 2003, fecha  en la cual ya había entrado en vigencia el decreto 2170 de 2002, razón por la cual se debió dar cumplimiento a lo dispuesto en el articulo 9 del decreto reglamentario citado. 

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia de carácter disciplinario, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.

4.2.2.2 CONTRATO DE PRESTACION DE SERVICIOS DABS 02-01-2003. Fundación Universitaria Monserrate. Realización Diplomado educación Preescolar para madres comunitarias y auxiliares.

4.2.2.2.1. La carpeta contentiva de los documentos, no se encuentra organizada de manera cronológica, ni foliada, incumpliendo los  literales b) y e) del artículo 2 de la ley 87 de 1993.

Dentro de los objetivos fundamentales del sistema de control interno se tiene: el hecho de garantizar la eficacia, eficiencia y economía en todas las operaciones promoviendo y facilitando la correcta ejecución de las funciones y actividades definidas para el logro de la misión institucional; así mismo asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros.

Si la documentación no se encuentra debidamente organizada y foliada, existe el riesgo de pérdida de documentos, la incorporación posterior de documentos que no fueron elaborados oportunamente, dificultando la continuidad del proceso de contratación y toma de decisiones.
Respuesta de la entidad:  “ ... esta gerencia ha dado instrucciones acerca de la organización de los contratos labor que esta en proceso.”

El equipo auditor no acepta la respuesta de la entidad, por cuanto los contratos en estudio, se caracterizan por no encontrarse foliados, circunstancia que desconoce el aseguramiento de la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros, objetivo fundamental del diseño y desarrollo del sistema de control interno.  Es de destacar, como en todos los procesos de la administración publica deben ponerse en juego los distintos elementos fundamentales del control interno,  a efectos de propiciar un efectivo control que garantice el cumplimiento de los fines y principios de la función administrativa del Estado.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor no acepta la respuesta y la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.2.2.3. CONTRATO 02-02-2003 DABS. Objeto: Interventoría técnica, administrativa y financiera al proyecto 443 “Diseño y de políticas integrales para mujeres, niñez familia y jóvenes de la Localidad de Chapinero. 

4.2.2.3.1.   La carpeta contentiva de los documentos, no se encuentra organizada de manera cronológica, ni foliada. Lo anterior incumple con el literales b) y e) del artículo 2 de la ley 87 de 1993.

Dentro de los objetivos fundamentales del sistema de control interno se tiene: el hecho de garantizar la eficacia, eficiencia y economía en todas las operaciones promoviendo y facilitando la correcta ejecución de las funciones y  actividades definidas para el logro de la misión institucional; así mismo asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros.

Si la documentación no se encuentra debidamente organizada y foliada, existe el riesgo de pérdida de documentos, la incorporación posterior de documentos que no fueron elaborados oportunamente, dificultando la continuidad del proceso de contratación y toma de decisiones.
Respuesta de la entidad:  “ ... esta gerencia ha dado instrucciones acerca de la organización de los contratos labor que esta en proceso.”

El equipo auditor no acepta la respuesta de la entidad, por cuanto los contratos en estudio, se caracterizan por no encontrarse foliados, circunstancia que desconoce el aseguramiento de la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros, objetivo fundamental del diseño y desarrollo del sistema de control interno. 

Es de destacar, como en todos los procesos de la administración publica deben ponerse en juego los distintos elementos fundamentales del control interno,  a efectos de propiciar un efectivo control que garantice el cumplimiento de los fines y principios de la función administrativa del Estado.
De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.2.3.  Evaluación del  proceso de contratación esquema FDLCH-UEL.
4.2.3.1. Tiempos promedios del proceso de contratación proyectos FDLCH-UEL .

Si se observa el cuadro 2 de la hoja siguiente, se puede concluir:

El tiempo total promedio del proceso contractual desde la radicación de los proyectos ante las UEL hasta la iniciación del contrato es de aproximadamente 14 meses. Proceso FDLCH-UEL que comprende las siguientes fases:

CUADRO   2

TIEMPOS PROMEDIO DEL PROCESO DE CONTRATACIÓN PROYECTOS FDLCH-UEL 2003.
                                                                                               A partir del 1 de enero de 2003 (Días)
TIEMPOS (Promedio)
UEL-

IDU
UEL-DABS
UEL-SED
UEL-SGDC
UEL-IDCT
UEL-DAACD
PROMEDIO (dias)
PROMEDIO (meses)

Nº de Contratos (15)
2
3
3
4
2
1



Radicación FDLCH ante UEL
250
   83.6
94,6
208,3
228
238
183
6

Viabilización UEL


(1)
140
83.3
37
47,5
21
65
2

Suscripción contrato
106
94.3
233,6
82,7
58,5
72
107
  4

Fecha iniciación contrato
79
57
69
15,2
117
43
61
2

Totales días


435
375
480,5
343,2
451
374
416


Totales meses


14,5
12,5
16
11,4
15
12,4

14

(1) Proyecto viabilizado el 12 de septiembre de 2001,  dado que el nuevo contrato corresponde a la misma razón y objeto del contrato inicial (131-2002) faltaron algunas vías y se terminaron con este nuevo contrato. 

Fuente: Contratos celebrados entre el FDLCH y cada una de las UEL

4.2.3.2.  Tiempo promedio de radicación de los proyectos por parte del FDLCH ante las UEL
El promedio para el envío o radicación  de los 15 proyectos a las UEL, por parte del FDLCH es de  6 meses aproximadamente, lo que significa que los proyectos en la vigencia 2003 fueron radicados en promedio al finalizar el mes de junio. Es importante destacar que la mayor demora en la presentación de proyectos correspondió a la UEL-IDU, sobrepasando el promedio anterior,  8 meses. La menor demora se dirigió hacia la UEL-DABS con 3 meses aproximadamente.

Los resultados anteriores demuestran la ineficacia y la falta de gestión de la administración local en la preparación y formulación de sus proyectos con el tiempo suficiente, afectando de esta manera a las comunidades por cuanto este retraso inicial incide de manera evidente en la oportunidad en la ejecución de los proyectos, como en los beneficios recibidos.

Igualmente, denota la falta de gestión de las UEL en la asistencia técnica a la administración local en la planeación y programación de los proyectos; evidenciándose carencia de coordinación entre los dos principales actores de este proceso.

4.2.3.3.  Tiempo promedio de viabilización de los proyectos por parte de las UEL y remisión al FDLCH.

El tiempo promedio en esta fase fue de 2 meses,  motivado por las demoras en la devolución de los proyectos hacia el FDLCH por la falta de calidad de documentación e información necesaria para la viabilización lo que origina un constante “ir y venir” de los proyectos.  A lo anterior se suma, el hecho que en los cronogramas de trabajo de las UEL, no se tiene en cuenta los tiempos que requiere el trámite de licencias, permisos, autorizaciones, requisitos de la mayoría de los proyectos, tiempo que incide negativamente en la viabilización. Se encontró que la mayor demora en el proceso de viabilización para tres proyectos correspondió a la UEL-DABS con 5 meses aproximadamente.

Si a los dos meses de esta etapa le sumamos los 6 meses transcurridos en la etapa anterior se determina que los proyectos fueron viabilizados sólo hasta el mes de agosto de 2003, hecho que refleja que en las dos primeras etapas se gastó el 66% (8/12) de la vigencia, lo cual asegura que los proyectos no se podrán ejecutar en la vigencia para la cual fueron programados, situación que se complica aún más cuando se vienen ejecutando proyectos de vigencias anteriores y sin poder dar solución efectiva y oportuna a las necesidades y problemáticas prioritarias de la comunidad.

4.2.3.4.  Tiempo promedio entre el aval del proyecto y el perfeccionamiento del contrato por parte de las UEL.

Esta fase presenta una demora promedio de 4 meses para suscribir  los quince  contratos, siendo la UEL-Educación la que gasto mayor tiempo, aproximadamente 8 meses, desfase ocasionado por el contrato de compraventa del lote para el CED  Plan Padrinos San Luis, el cual fue viabilizado el 1 de septiembre de 2003 y tan solo el 6 de julio de 2004 se firmó la promesa de compraventa,  sin que ha la fecha se haya hecho efectiva la compra (425 días de mora).

Sumado el tiempo anterior  8 meses más los 4 de ésta fase se obtiene un total de 12 meses, lo cual significa que pasada la vigencia no se dio inicio al desarrollo de los proyectos viabilizados y contemplados en el plan de desarrollo local. 

4.2.3.5.  Tiempo transcurrido entre el perfeccionamiento del contrato y su inicio.

Con este indicador se confirma que en la vigencia 2003, no se dio inicio a la ejecución de los contratos, por cuanto el tiempo utilizado por las UEL en esta etapa del proceso es de dos meses en promedio, los  que sumados a los resultados anteriores sobrepasa la vigencia. De los quince contratos analizados se exceptúan los que a continuación se describen, los cuales dieron inicio en la vigencia correspondiente.

CUADRO   3

Tiempo transcurrido entre el perfeccionamiento del contrato y su inicio.

CONTRATO Nº
UEL
FECHA INICIO

01-2003
DABS
Octubre 24 de 2003

02-0017-00-03
SGDC
Noviembre 13 de 2003

02-0018-00-03 intert
SGDC
Noviembre 13 de 2003

0021-03
SGDC
Diciembre 30 de 2003

Fuente: Contratos celebrados entre el FDLCH y cada una de las UEL

Se observa que la única UEL que inicio  el 75% de sus proyectos dentro de la vigencia 2003 fue la UEL-SGDC, además la UEL-DABS dio inicio a un proyecto de tres programados.

Los resultados de los indicadores anteriores, señalan que las contrataciones se realizaron durante los dos últimos meses del año con una manifiesta inoportunidad de la ejecución de los proyectos, afectando el impacto o solución de necesidades básicas insatisfechas en poblaciones de escasos recursos. Los proyectos vendrán a ser ejecutados a partir del año 2004, lo cual representa un deficiente balance social en la vigencia estudiada y además en los años siguientes puede generar mayores costos económicos y administrativos en la ejecución de los proyectos.

Las demoras presentadas en el avance de cada una de las fases anteriores, demuestra las deficiencias presentadas para la suscripción de los contratos, como la carencia de estudios previos y diseños que permitan analizar la conveniencia y la oportunidad de la contratación, e incumplimiento de algunos requisitos tendientes a garantizar la selección objetiva y transparente de acuerdo a lo normado en la ley 80 de 1993.

Es de advertir que el FDLCH para la vigencia 2003 no formuló proyectos dirigidos hacia las UEL: DAMA, IDRD, ACUEDUCTO y SALUD.
4.3   CONVENIOS INTERADMINISTRATIVOS.

4.3.1.  Contrato Interadministrativo de cofinanciación N° 10 de 2003. Contratista: Hospital de Chapinero, Objeto: Desarrollar programa de promoción y prevención en salud a la población de localidad.
4.3.1.1.  El convenio no contempló en la fase precontractual términos de referencia, los cuales son propios del proceso de selección objetiva, y permiten a la entidad determinar si la propuesta del contratista es realmente favorable y cumple con los requerimientos que se pretenden con la futura contratación.

La falta de aplicación de la normatividad, en el entendido que no se requiere por tratarse de un convenio, potencialmente abre la puerta a la escogencia de un contratista que no ofrece las condiciones mas favorables.

Respuesta del  FDLCH: “Al respecto debe indicarse que el literal c del artículo 24 de la Ley 80 de 1993 simplemente indica que los convenios interadministrativos pueden contratarse directamente, por lo que no hay violación alguna a dicha norma.

De otra parte, debe indicarse que a folios 61 a 64 del convenio interadministrativo 004 de 2004 reposan las especificaciones técnicas que sirvieron de base el contrato. La situación presentada frente a convenios interadministrativos es diferente a la acaecida frente a contratos, en la medida que los primeros implican que existe no solo interés de una entidad estatal sino también recursos físicos, humanos o económicos para  apoyar a otra entidad, en beneficio de la administración pública.

En esa medida, no es necesaria la formulación de términos de referencia como documento que permitirá seleccionar la propuesta mas favorable para la entidad, sino unas condiciones mínimas que estipulen la forma y monto de participación de cada entidad.

De otra parte, debe considerarse cual es la finalidad de los términos de referencia y es la protección del patrimonio público frente a la participación de los particulares dentro de las actuaciones que le son propias, lo que no puede medirse con igual rasero cuando los cocontratantes son dos entidades públicas” (Sic).

El sujeto de control suple los términos de referencia  con uno titulado “especificaciones técnicas”, con el argumento de que este tipo de contratos se pueden celebrar directamente, afirmación que en concepto de este equipo auditor, contiene  una interpretación equivocada en relación con el termino “Directamente” según las siguientes consideraciones: El numeral 1° del articulo 24  del principio de transparencia, establece que la escogencia del contratista se efectuara siempre a través de licitación o concursos públicos, salvo en los siguientes casos en los que se podrá contratar directamente. Tal consagración pone de presente que en defecto del proceso licitatorio o concursos publico, en ciertos y determinados casos se acudirá a la contratación directa, la cual se encuentra expresamente regulada por el decreto 855 de 1994, el que en su articulo 1° consagra: “ Las entidades estatales podrán contratar directamente en los casos expresamente señalados por la ley 80 de 1993 y deberán ceñirse a lo establecido en este reglamento, sin perjuicio de lo previsto en el decreto 2681 de 1993 y disposiciones complementarias, ”(Subrayado fuera de texto). A su turno,  consagra el articulo 2° “En la contratación directa el jefe o representante de la entidad estatal, o el funcionario en  que hubiere delegado, deberá tener en cuenta que la selección del contratista deberá garantizar el cumplimiento de los principios de economía, transparencia y en especial el deber de selección objetiva, establecidos en la ley 80 de 1993. lo señalado anteriormente, permite concluir que cuando se habla de celebrar directamente o contratar directamente no significa a dedo, sino que implica el cumplimiento de los principios de la actividad contractual y de los requisitos establecidos en la normatividad que los desarrolla, sin hacer excepciones sobre la calidad de los contratantes. Es menester considerar, que la falta de  pluralidad de oferentes, no es óbice para adelantar la selección objetiva de que trata el articulo 29 del estatuto contractual, según lo ha manifestado la jurisprudencia en forma reiterativa, siendo equivocado expresar que no se requiere adelantar  las etapas previas que se exigen para otro tipo de contratación. Lo ya manifestado, se corrobora con lo previsto por el articulo 10° del decreto 2170 de 2002, a cuyo tenor se establece el contenido mínimo de los pliegos de condiciones o términos de referencia  que sirven de base para desarrollo de los procesos de selección de contratación directa.
De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia de carácter disciplinario, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.3.1.2.  El sujeto de control no adelantó los estudios previos correspondientes al análisis de conveniencia y oportunidad, establecidos en el  articulo 8° del decreto 2170 de 2002, reglamentario de la ley 80 de 1993, el cual establece el contenido mínimo de los estudios que debe efectuar la administración en forma previa a la apertura del proceso de selección, hecho que no se consigna en la carpeta contentiva del contrato.

Tal falencia viabiliza una contratación que puede no ser oportuna o conveniente para la entidad, desconociendo los posibles riesgos a los que se enfrenta, los que pueden dejar de estar cubiertos por su falta de observancia.

Respuesta de la entidad: “...siendo del caso señalar que efectivamente se verificó la no  existencia de este documento en los contratos de vigencia 2003...”

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia de carácter disciplinario, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.3.1.3.   La falta del análisis de conveniencia y oportunidad general de la contratación, no permitió advertir la falta de recursos para contratar la interventoría, lo cual hizo que la iniciación de la ejecución del acuerdo contractual principal, se diera 5 meses después de su suscripción, con el consecuente menoscabo en la oportunidad de  beneficiar  la comunidad, dejando de lograr el cumplimiento de los fines de la contratación, lo que desconoce el numeral 4° del articulo 25° y el numeral 1° del articulo 26 de la ley 80 de 1993.

El sujeto de control en respuesta contenida en el oficio 0222-1350 de fecha 28 de octubre del año en curso, no consignó su pronunciamiento sobre la observación que nos ocupa.

De acuerdo a lo señalado anteriormente, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia de carácter disciplinario, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.3.1.4. Mediante resolución 069 de mayo 27 de 2004, se designo como interventora a la Dra. CARMEN IRINA OSORIO MORALES, profesional especializado 335-16, profesional en relaciones económicas  e internacionales, cuyo perfil y conocimientos no cumplen con los conocimientos necesarios para ejercer en forma idónea las funciones asignadas respecto del objeto a ser ejecutado.

Respuesta de la entidad: “Debe indicarse que la profesional ha demostrado no solo su idoneidad sino dedicación y compromiso con la entidad por cuanto ha estado pendiente del seguimiento a la ejecución del convenio, ha estado acompañada y apoyada por la Secretaría de Salud que mediante comunicación del 21 de enero de 2004 manifiesta que acompañará técnicamente al funcionario que la localidad asigne para hacer la supervisión, situación que se ha verificado en todo el proceso.”

El equipo auditor no acepta la respuesta de la entidad, teniendo en cuenta que aunque no se duda del compromiso y la dedicación de la Dra. Osorio, el ejercicio de la  supervisión requiere de un importante caudal de conocimientos, que le permitan al funcionario, ejercer con idoneidad la fundamental labor de velar por la adecuada ejecución del objeto contractual y la efectiva utilización de los recursos.

La observación advertida evidencia falta de planeación de la administración,  al no contar con el presupuesto suficiente para contratar la interventoría, circunstancia que conlleva la designación de un profesional en relaciones económicas e internacionales, cuyo perfil y formación no cumple con los conocimientos necesarios para ejercer en forma idónea las funciones asignadas respecto del objeto a ser ejecutado, no obstante encontrarse asistida  por personal de la Secretaria de Salud, quien aunque acompaña  no puede desarrollar el ejercicio de la interventoría  o la supervisión del convenio como lo cita el coordinador de la UEL salud.

Este hecho desconoce lo dispuesto en el literal h del articulo 2° de la ley 87 de 1993 y lo contenido en el numeral primero del articulo 26 de la ley 80, según el cual los servidores públicos deben vigilar la correcta ejecución del contrato y  proteger los derechos de la entidad, del contratista y de terceros.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria , el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.

4.3.2.  Convenio de Cofinanciación Nº 007 de 2003. Convenio de Obra Pública. Contratista: Cootecol. Objeto: Actualización, estudios diseños y construcción de parques en la localidad: Parques el Paraíso, Portugal y Sucre.

4.3.2.1. El sujeto de control no adelantó los estudios previos correspondientes al análisis de conveniencia y oportunidad, establecidos en el  articulo 8° del decreto 2170 de 2002, reglamentario de la ley 80 de 1993, el cual establece el contenido mínimo de los estudios que debe efectuar la administración en forma previa a la apertura del proceso de selección, hecho que no se consigna en la carpeta contentiva del contrato.

Tal falencia viabiliza una contratación que puede no ser oportuna o conveniente para la entidad, desconociendo los posibles riesgos a los que se enfrenta, los que pueden dejar de estar cubiertos por su falta de observancia.

Es de anotar, que la  falta de estudios previos y de evaluación conllevó la ejecución de mayores cantidades de obra y prorroga en tiempo.
Respuesta de la entidad: “...siendo del caso señalar que efectivamente se verificó la no  existencia de este documento en los contratos de vigencia 2003...”

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia de carácter disciplinaria. , el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.3.2.2.   No se evidencia la convocatoria de Veedurías Ciudadanas para ejercer el Control Social, contraviniendo lo mencionado en el artículo 66 de la ley 80 de 1993, artículo 9 del decreto 2170 de 2002 como el artículo 20  del Decreto 739 de 1998 sobre planes de desarrollo local y participación Ciudadana, de  igual manera los literales b) y d)  del artículo 2 y  literal h del artículo 4  de la ley 87 de 1993.

La falta de convocatoria  no facilita que las organizaciones comunitarias o veedurías ciudadanas, ejerzan una vigilancia permanente y oportuna sobre la gestión desarrollada por cualquier entidad, especialmente sobre los procesos de contratación donde se manejan los recursos públicos, además de impedir que la misma comunidad pueda expresarse y manifestar sus inconformidades e inquietudes en aras de que se  tomen los correctivos del caso. 

Respuesta del FDLCH: “Al respecto se indica que más allá del mero formalismo de la convocatoria, dentro del convenio se ha evidenciado la participación activa de la comunidad a través de las veedurías, y esta situación es fácilmente verificable con la revisión de las actas parciales de obra que reposan en la carpeta del contrato, por lo que no hay violación de las normas citadas.”
El equipo auditor no acepta la respuesta de la entidad, y con especial extrañeza registra que a un imperativo jurídico, se le da la categoría de “mero formalismo” como usted  lo cita en su escrito, desconociendo su consagración expresa en diversos ordenamientos, ya  referenciados en la observación.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia de carácter disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.

4.3.3. Convenio Interadministrativo de Cofinanciación Nº 009 de 2003. Contratista Univalle y Alta Tecnología. Objeto: Interventoría Técnica, administrativa y financiera a los Convenios Interadministrativos 007 y 011 de 2003 suscritos con Cootecol Coopcolombia.

4.3.3.1. El sujeto de control no adelantó los estudios previos correspondientes al análisis de conveniencia y oportunidad, establecidos en el  articulo 8° del decreto 2170 de 2002, reglamentario de la ley 80 de 1993, el cual establece el contenido mínimo de los estudios que debe efectuar la administración en forma previa a la apertura del proceso de selección, hecho que no se consigna en la carpeta contentiva del contrato.

Tal falencia viabiliza una contratación que puede no ser oportuna o conveniente para la entidad, desconociendo los posibles riesgos a los que se enfrenta, los que pueden dejar de estar cubiertos por su falta de observancia.

Respuesta de la entidad: “...siendo del caso señalar que efectivamente se verificó la no  existencia de este documento en los contratos de vigencia 2003...”

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia de carácter disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.3.4.  Convenio Interadministrativo de Cofinanciación Nº 011 de 2003. Contratista: Coopcolombia. Objeto: Desarrollo de actividades conjuntas para financiación, administración y ejecución proyectos de obra pública, malla vial local, vías anexas 

4.3.4.1.   El sujeto de control no adelantó los estudios previos correspondientes al análisis de conveniencia y oportunidad, establecidos en el  articulo 8° del decreto 2170 de 2002, reglamentario de la ley 80 de 1993, el cual establece el contenido mínimo de los estudios que debe efectuar la administración en forma previa a la apertura del proceso de selección, hecho que no se consigna en la carpeta contentiva del contrato.

Tal falencia viabiliza una contratación que puede no ser oportuna o conveniente para la entidad, desconociendo los posibles riesgos a los que se enfrenta, los que pueden dejar de estar cubiertos por su falta de observancia.

Respuesta de la entidad: “...siendo del caso señalar que efectivamente se verificó la no  existencia de este documento en los contratos de vigencia 2003...”

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia de carácter disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.3.5.  Convenio interadministrativo de cofinanciación Nº 004 de 2003 objeto: Programa de capacitación en las áreas de reciclaje y sistemas, tutorías para la conformación de microempresas acompañadas de apoyo psicológico a la población discapacitada de la localidad.
4.3.5.1.   El sujeto de control no adelantó los estudios previos correspondientes al análisis de conveniencia y oportunidad, establecidos en el  articulo 8° del decreto 2170 de 2002, reglamentario de la ley 80 de 1993, el cual establece el contenido mínimo de los estudios que debe efectuar la administración en forma previa a la apertura del proceso de selección, hecho que no se consigna en la carpeta contentiva del contrato.

Tal falencia viabiliza una contratación que puede no ser oportuna o conveniente para la entidad, desconociendo los posibles riesgos a los que se enfrenta, los que pueden dejar de estar cubiertos por su falta de observancia.

Respuesta de la entidad: “...siendo del caso señalar que efectivamente se verificó la no  existencia de este documento en los contratos de vigencia 2003...”

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia de carácter disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.3.6.  Convenio de Cofinanciación Nº 007 de 2003. Convenio de Obra Pública. Contratista: Cootecol. Objeto: Actualización, estudios diseños y construcción de parques en la localidad: Parques el Paraíso, Portugal y Sucre.

4.3.6.1.  Según Certificación del Banco Ganadero la cuenta para manejo del anticipo se encuentra abierta a nombre del contratista Cootecol y del interventor Universidad del Valle.

La norma (cláusula 4 del articulo 7° decreto 2170/02) establece en forma expresa que el anticipo debe manejarse en  cuenta separada a nombre del contratista y la entidad estatal.

Respuesta del FDLCH:  “El artículo 7 del Decreto 2170 de 2002 indica que el manejo de anticipo se hará a través de cuenta separada a nombre del contratista y la entidad estatal, por lo que la administración a través del interventor que es quien la representa para verificar el cumplimiento del contrato, efectivamente cumplió con lo dispuesto en la norma transcrita”.
El equipo auditor no acepta la respuesta de la entidad, acogiéndose al principio general de derecho, que reza: “ Donde el legislador no hace distinciones, no le es dable al interprete hacerlas”; lo expresado por el sujeto de control no es de recibo, teniendo en cuenta que la norma objeto de examen no da lugar a interpretaciones de ningún orden dado que es absolutamente clara en su tenor literal.
De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con  incidencia disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.

4.4.  BIENES INMUEBLES E INVENTARIOS EN COMODATO

4.4.1.   Funcionario  Campos  Edgar  Bejarano  C.  Identificado  con  la  Cédula  de  Ciudadanía  No. 19. 447.973  de  Bogotá.

Los  soportes de la  carpeta  contentiva de la investigación  no  se encuentran  foliados contraviniendo  lo  estipulado  en el articulo 2º de la  ley 87 de 1993, norma que establece la obligación de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros.

De  conformidad  a  la  norma  antes  citada,  el  Fondo  de  Desarrollo  Local  debe tener las carpetas de documentos  de  pérdidas  de elementos  a  cargo  de funcionario   debidamente  foliados en orden cronológico  y organizados,  para lograr un  mejor control interno en sus procesos de investigación  y  facilitar  la  labor  de  la  Auditoria.  La información  y  documentación  carece de confiabilidad  corriendo el riesgo  de  presentar  adulteraciones,  como  alteración de folios y falencias en el cumplimiento de los objetivos de la  Entidad.

Respuesta del FDLCH: “efectivamente algunos contratos están sin foliar y se están tomando las medidas correctivas pertinentes. Igualmente se señala que está labor no había podido llevarse a cabo completamente debido al escaso personal con que cuenta la entidad y el gran cúmulo de asuntos a cargo de cada uno de los mismso”( Sic)

El equipo auditor no acepta la respuesta de la entidad, por cuanto los contratos en estudio, se caracterizan por no encontrarse foliados, circunstancia que desconoce el aseguramiento de la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros, objetivo fundamental del diseño y desarrollo del sistema de control interno.  Es de destacar, como en todos los procesos de la administración publica deben ponerse en juego los distintos elementos fundamentales del control interno,  a efectos de propiciar un efectivo control que garantice el cumplimiento de los fines y principios de la función administrativa del Estado.
De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración y teniendo en cuenta que la observación se encuentra consagrada en el plan de mejoramiento suscrito por la entidad,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.4.2.  Se  evidencia  la   presunta pérdida de elementos  a  cargo  del  funcionario Campos Edgar Bejarano Cañon con C.C Nº 19.447.973 de Bogotá,  pérdida de un VHS  Marca Sony  SLV4PA  serie   231966  por  valor  de  $394.400.00   de  acuerdo  al  Acta  No.  001/2003.

Respuesta al FDLCH : “En cumplimiento del Manual de procedimientos para el Control y Manejo de las Responsabilidades en los Fondos de Desarrollo local, Resolución 1202 del 24 de septiembre de 1997, El FDL, adelanto el proceso de baja de los bienes perdidos a la Junta de Acción Comunal del Barrio San Martín de Porres  y remitió el proceso mediante Memorando 949 del 09 de septiembre de 2003 a la Dirección de Desarrollo Local y Participación Ciudadana de la Contraloría para que determinara si hay responsabilidad Fiscal por la perdida de los elementos mencionados”.
La perdida de los elementos fue denunciada por el implicado  el 15 de septiembre de 2000, ante la décima tercera Estación de Policía de Teusaquillo.

Sobre los hechos objeto de examen, es pertinente manifestar la falta de determinación de la fecha exacta de perdida de los elementos entregados en calidad de comodato.

Con base en lo dispuesto en el articulo 9º de la ley 610 de 2000, según el cual la acción fiscal caduca a los cinco años desde la ocurrencia de los hechos, término que empezara a contarse para los actos instantáneos desde el día de su realización y para los complejos, de tracto sucesivo, de carácter permanente o continuando desde la del ultimo hecho o acto y teniendo en cuenta lo contenido en el acta Nº 001 de 2000 según la cual se establece como fecha de perdida del bien el 15 de septiembre de 2000, fecha que coincide con la del denuncio correspondiente, el equipo auditor determina que ha operado la caducidad de la acción fiscal.

No obstante, la administración deberá  gestionar los aspectos legales, administrativos y contables a que haya lugar en cualquiera de los casos de hurto, o pérdida por caso fortuito o fuerza mayor, realizar la baja definitiva,  de  conformidad  con lo dispuesto  en la  norma.

Es de anotar, que la Unidad Local de Chapinero tuvo conocimiento de los hechos en cuestión, el 27 de agosto de 2004 por remisión efectuada por el Dr. Carlos H. Ibáñez Asesor Jurídico de la Dirección de Desarrollo Local y Participación Ciudadana, quien allega el oficio GGAF 049 del 9 de septiembre de 2003 emanado del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero.

4.4.3 Funcionario señor Hebert Absalon Prieto Aponte, Identificado  con  la  Cédula  de  Ciudadanía  No. 19. 087.689.
Se  evidencia la presunta pérdida de elementos  a  cargo  de  funcionario  de  la entidad (tres calculadoras marca  Casio DR-120X,  por  valor  de  $566.544.oo  de  acuerdo  al  Acta  de  Avalúo  No. 002 de 2003. (Números  de inventarios  275, 276  y 278)  y  ausencia   de  acciones  encaminadas por  parte  de la  administración  en la  recuperación del valor  del  bien,  contraviniendo  lo  normado en  la  Resolución No. 01 del 2001 en su  capítulo 5, artículo 5.5. 

Respuesta al FDLCH : “En cumplimiento del Manual de procedimientos para el Control y Manejo de las Responsabilidades en los Fondos de Desarrollo local, Resolución 1202 del 24 de septiembre de 1997, El FDL, adelanto el proceso de baja de los bienes perdidos a la Junta de Acción Comunal del Barrio San Martín de Porres  y remitió el proceso mediante Memorando 949 del 09 de septiembre de 2003 a la Dirección de Desarrollo Local y Participación Ciudadana de la Contraloría para que determinara si hay responsabilidad Fiscal por la perdida de los elementos mencionados”.
La perdida de los elementos ya citados, consta en acta de entrega y recibo de elementos devolutivos en la que se advierte como novedad, faltantes de  los bienes en cuestión, fechada el 09 de diciembre de 1996, la que se encuentra firmada por el implicado y por Martha C. González almacenista del FDL de  Chapinero.

Los hechos descritos ocurrieron bajo el imperio de la ley 42 de 1993, norma que no contempló de manera expresa el termino de caducidad de la acción fiscal, vacío suplido por la jurisprudencia de la Corte Constitucional, cuerpo colegiado que ha considerado en diversas sentencias como la  C-046 de 1994 y  T- 973 de 1999 lo siguiente: “ Si el termino de caducidad de dos años lo establece la ley para la acción de reparación directa enderezada contra el Estado y cuyo objeto es el de deducir su responsabilidad por un hecho, omisión u operación suya ( C.C.A art. 136) el mismo termino deberá predicarse mutatis mutandis de la iniciación del proceso de  responsabilidad fiscal por parte de los organismos de control fiscal y que apunta a deducir la existencia, contenido y alcance de la responsabilidad fiscal de las personas  que han manejado los intereses patrimoniales del Estado.” (Subrayado fuera de texto)

Con base en lo consignado anteriormente y teniendo en cuenta la fecha de los hechos objeto de examen, los cuales tienen ocurrencia hacia el 09 de diciembre de 1996, la acción fiscal caducó dado que han transcurrido mas de dos años contados a partir de la ocurrencia del hecho generador del daño al patrimonio público. Por lo tanto, en cumplimiento del principio constitucional del debido proceso  aplicable tanto a las actuaciones judiciales como administrativas, no es viable dar traslado de los hechos a la Dirección de responsabilidad fiscal y Jurisdicción Coactiva, por haber  operado el fenómeno de la caducidad.

No obstante, la administración deberá  gestionar los aspectos legales, administrativos y contables a que haya lugar en cualquiera de los casos de hurto, o pérdida por caso fortuito o fuerza mayor, realizar la baja definitiva,  de  conformidad  con lo dispuesto  en la  norma.

Es de anotar, que la Unidad Local de Chapinero tuvo conocimiento de los hechos en cuestión, el 27 de agosto de 2004 por remisión efectuada por el Dr. Carlos H. Ibáñez Asesor Jurídico de la Dirección de Desarrollo Local y Participación Ciudadana, de los documentos y anexos del oficio GGAF 946 del 9 de septiembre de 2003 emanado del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero.
4.5.   CONTRATOS DE COMODATO Y DONACIÓN.

4.5.1.   Contrato  de  Comodato  No.   005  de   2003,  Junta   de  Acción  Comunal  Juan   XXIII,  Presidente  María  Nelly   Bejarano.

4.5.1.1.  El contrato  no se encuentra  foliado, habiéndose obviado la identificación numérica  cada uno de los folios contentivos de las actuaciones y soportes contractuales, desconociéndose la obligación del sujeto de control, de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.

Respuesta FDLCH: “Frente a la falta de foliación de los contratos se encuentra que existe un total de 25  observaciones de las 83 que en la práctica constituyen una, y se indica que esa conducta es violatoria del artículo 2º de la Ley 87 de 1999.

Inicialmente, debe aclararse que el contrato de comodato 055 de 1996 está debidamente foliado, por lo que la observación no es cierta.”

De otra parte, se indica que efectivamente algunos contratos están sin foliar y se están tomando las medidas correctivas pertinentes. Igualmente se señala que está labor no había podido llevarse a cabo completamente debido al escaso personal con que cuenta la entidad y el gran cúmulo de asuntos a cargo de cada uno de los mismos”.

El equipo auditor no acepta la respuesta de la entidad,  por cuanto de la revisión del contrato efectuada de manera personal y directa por la Dra. Clara Orjuela Araque, se  evidenció la observación ya citada, la cual consta en papeles de trabajo. 

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, así como la contemplación de la observación en el plan de mejoramiento, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.5.2.   Contrato   De   Comodato   No.  010  de   2003,  de  la  Junta   de   Acción  Comunal  Barrio  el  Bosque  Calderón, Presidente  Luis  Eduardo  Galindo.   

4.5.2.1.  El contrato  no se encuentra  foliado, habiéndose obviado la identificación numérica  cada uno de los folios contentivos de las actuaciones y soportes contractuales, desconociéndose la obligación del sujeto de control, de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.

Respuesta del FDLCH: “efectivamente algunos contratos están sin foliar y se están tomando las medidas correctivas pertinentes. Igualmente se señala que está labor no había podido llevarse a cabo completamente debido al escaso personal con que cuenta la entidad y el gran cúmulo de asuntos a cargo de cada uno de los mismso”( Sic)

El equipo auditor no acepta la respuesta de la entidad, por cuanto los contratos en estudio, se caracterizan por no encontrarse foliados, circunstancia que desconoce el aseguramiento de la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros, objetivo fundamental del diseño y desarrollo del sistema de control interno.  Es de destacar, como en todos los procesos de la administración publica deben ponerse en juego los distintos elementos fundamentales del control interno,  a efectos de propiciar un efectivo control que garantice el cumplimiento de los fines y principios de la función administrativa del Estado.
De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración y teniendo en cuenta que la observación se encuentra consagrada en el plan de mejoramiento suscrito por la entidad,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento.

4.5.3.  Contrato  de   Comodato  No.  03 de  2003  de  la Junta  de   Acción  Comunal  del  Barrio  Villas   del  Cerro.  Presidente  Orlando  Fajardo.
4.5.3.1.  El contrato  no se encuentra  foliado, habiéndose obviado la identificación numérica  cada uno de los folios contentivos de las actuaciones y soportes contractuales, desconociéndose la obligación del sujeto de control, de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.

Respuesta del FDLCH: “efectivamente algunos contratos están sin foliar y se están tomando las medidas correctivas pertinentes. Igualmente se señala que está labor no había podido llevarse a cabo completamente debido al escaso personal con que cuenta la entidad y el gran cúmulo de asuntos a cargo de cada uno de los mismso”( Sic)

El equipo auditor no  acepta la respuesta, con base en  los mismos argumentos esgrimidos en el numeral 4.5.2.1. del presente documento.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración y teniendo en cuenta que la observación se encuentra consagrada en el plan de mejoramiento suscrito por la entidad,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.5.4  Contrato  de  Comodato  No.  04 de 2003, de la  Junta  de  Acción  Comunal  del  Barrio los  Olivos, Presidente  Eliécer  Bernal.
4.5.4.1.  El contrato  no se encuentra  foliado, habiéndose obviado la identificación numérica  cada uno de los folios contentivos de las actuaciones y soportes contractuales, desconociéndose la obligación del sujeto de control, de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.

Respuesta del FDLCH: “efectivamente algunos contratos están sin foliar y se están tomando las medidas correctivas pertinentes. Igualmente se señala que está labor no había podido llevarse a cabo completamente debido al escaso personal con que cuenta la entidad y el gran cúmulo de asuntos a cargo de cada uno de los mismso”( Sic)

El equipo auditor no  acepta la respuesta, con base en  los mismos argumentos esgrimidos en el numeral 4.5.2.1 del presente documento.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración y teniendo en cuenta que la observación se encuentra consagrada en el plan de mejoramiento suscrito por la entidad,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento.

4.5.5.  Contrato  de  Comodato  No. 006  de 2003, de la  Junta  de  Acción  Comunal  del  Barrio  San  Luis  Nororiental, Presidente  José  Adolfo  Vera.

4.5.5.1. El contrato  no se encuentra  foliado, habiéndose obviado la identificación numérica  cada uno de los folios contentivos de las actuaciones y soportes contractuales, desconociéndose la obligación del sujeto de control, de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.

Respuesta del FDLCH: “efectivamente algunos contratos están sin foliar y se están tomando las medidas correctivas pertinentes. Igualmente se señala que está labor no había podido llevarse a cabo completamente debido al escaso personal con que cuenta la entidad y el gran cúmulo de asuntos a cargo de cada uno de los mismso”( Sic)

El equipo auditor no  acepta la respuesta, con base en  los mismos argumentos esgrimidos numeral 4.5.2.1 del presente documento.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración y teniendo en cuenta que la observación se encuentra consagrada en el plan de mejoramiento suscrito por la entidad,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.5.6.  Contrato  de  Comodato  No. 023  de 2003, de la  Junta  de  Acción  Comunal  del  Barrio  el Paraíso, Presidente  Fernando  Hincapié.
4.5.6.1. El contrato  no se encuentra  foliado, habiéndose obviado la identificación numérica  cada uno de los folios contentivos de las actuaciones y soportes contractuales, desconociéndose la obligación del sujeto de control, de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.
Respuesta del FDLCH: “efectivamente algunos contratos están sin foliar y se están tomando las medidas correctivas pertinentes. Igualmente se señala que está labor no había podido llevarse a cabo completamente debido al escaso personal con que cuenta la entidad y el gran cúmulo de asuntos a cargo de cada uno de los mismso”( Sic)

El equipo auditor no  acepta la respuesta, con base en  los mismos argumentos esgrimidos numeral 4.5.2.1.  del presente documento.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración y teniendo en cuenta que la observación se encuentra consagrada en el plan de mejoramiento suscrito por la entidad,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.5.7.  Contrato  de Comodato  No.  011  de 2003, de la  Junta  de  Acción  Comunal  del  Barrio Pardo Rubio Nororiental,  Presidente  María Teresa  de  Antonio.
4.5.7.1. El contrato  no se encuentra  foliado, habiéndose obviado la identificación numérica  cada uno de los folios contentivos de las actuaciones y soportes contractuales, desconociéndose la obligación del sujeto de control, de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.

Respuesta del FDLCH: “efectivamente algunos contratos están sin foliar y se están tomando las medidas correctivas pertinentes. Igualmente se señala que está labor no había podido llevarse a cabo completamente debido al escaso personal con que cuenta la entidad y el gran cúmulo de asuntos a cargo de cada uno de los mismso”( Sic)

El equipo auditor no  acepta la respuesta, con base en  los mismos argumentos esgrimidos numeral 4.5.2.1.  del presente documento.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración y teniendo en cuenta que la observación se encuentra consagrada en el plan de mejoramiento suscrito por la entidad,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.5.8.  Contrato  de Comodato  No.  009   de 2003, de la  Junta  de  Acción  Comunal  del  Barrio  Sureña,  Presidente  Florencio  Robayo.
4.5.8.1. El contrato  no se encuentra  foliado, habiéndose obviado la identificación numérica  cada uno de los folios contentivos de las actuaciones y soportes contractuales, desconociéndose la obligación del sujeto de control, de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.

Respuesta del FDLCH: “efectivamente algunos contratos están sin foliar y se están tomando las medidas correctivas pertinentes. Igualmente se señala que está labor no había podido llevarse a cabo completamente debido al escaso personal con que cuenta la entidad y el gran cúmulo de asuntos a cargo de cada uno de los mismso”( Sic)

El equipo auditor no  acepta la respuesta, con base en  los mismos argumentos esgrimidos numeral 4.5.2.1 del presente documento.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración y teniendo en cuenta que la observación se encuentra consagrada en el plan de mejoramiento suscrito por la entidad,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.5.8.2. El objeto contractual y los elementos entregados en comodato no se encuentran aparados por ningún tipo de garantía, contraviniendo lo contemplado en el numeral 19 del articulo 25 de la ley 80 de 1993 y el articulo 16 del decreto 679 de 1994 y desconociendo lo previsto en la Resolución No.  001 de 2001, capítulo 4, numeral 4.6,  la cual ordena  que la entrega quedará perfeccionada con la elaboración del comprobante de salida al que se le anexara la póliza  de  manejo y tramitarse según los procedimientos administrativos y contables para el manejo y control de los bienes en los entes públicos del Distrito Capital, hecho que no se contempla  en la  carpeta contentiva del contrato.

De conformidad con las normas enunciadas anteriormente el Fondo de Desarrollo Local debió haber adelantado las diligencias pertinentes  para exigir de parte de los contratistas  la adquisición de pólizas de garantías sobre los bienes entregados  en Comodato o en su defecto  tomar las pólizas a  su cargo, protegiendo los bienes ante posibles riesgos.

Respuesta del FDLCH: “Pese a estos esfuerzos, los comodatarios argumentan no contar con recursos suficientes para adquirir los seguros pero necesitan continuar con el uso de los bienes de propiedad de propiedad del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero.”

...”Esta consulta se atendió mediante oficio No. 3-2004-27204, de la cual se anexa copia,  en la que se indica que si es posible que la entidad asegure dichos bienes siempre y cuando se evidencie que el comodatario no puede atender con sus propios recursos, por lo que actualmente se viene adelantando la labor de verificación con los comodatarios a quienes faltan pólizas, a fin de determinar cuales bienes serán ingresados a los seguros colectivos de la entidad. Esta labor estará culminada a 31 de diciembre de 2004 y los responsables son las áreas jurídica y de almacén de la entidad. l Fondo de Desarrollo Local de Chapinero”.( sic)

De conformidad con el numeral primero del articulo 4° de la ley 80 de 1993, la entidad estatal exigirá al contratista la ejecución idónea y oportuna del contrato, lo que conlleva en el caso que nos ocupa, el cumplimiento de la constitución de la póliza que ampare los elementos entregados en comodato, dando  aplicación a lo preceptuado por el numeral 19 del articulo 25 de la ley 80 de 1993.

Es deber de todo servidor publico, el de proteger y custodiar los bienes que le han sido asignados o sobre aquellos que debe ejercer vigilancia, incumplimiento que genera además de la potencial responsabilidad fiscal, la disciplinaria según lo establecido en el numeral 63 del articulo 48 de la ley 734 de 2002. (“63.No asegurar por su valor real los bienes del Estado ni hacer las apropiaciones pertinentes”)

Dada la imposibilidad de los comodatarios de asegurar los bienes, el sujeto de control debió suplir tal falencia, garantizando contra todo riesgo los elementos entregados en comodato, de tal forma que ante la ocurrencia de cualquier evento o siniestro no sufriese  detrimento el patrimonio publico local.

Es de  anotar, que la resolución N° 0001 de 2001 emanada de la Secretaria de Hacienda señalo en cuanto al manejo de los bienes del Distrito capital, lo siguiente:

“4.6 Con relación a las pólizas de seguros es preciso que la entidad realice el análisis para determinar la necesidad de asignar las apropiaciones presupuéstales  para adquirir dichas pólizas  en el evento en el que el comodatario no posea recursos para tal fin.“, lo que demuestra la omisión cometida en el asunto que nos ocupa por el sujeto de control.

La actuación del sujeto de control también desconoce el numeral primero del articulo 26 de la ley 80, según el cual los servidores públicos deben vigilar la correcta ejecución del contrato y  proteger los derechos de la entidad, del contratista y de terceros, así mismo se incumple el mandato contenido en el literal A del articulo segundo de la ley 87 de 1993, el cual contempla como obligación de la entidad proteger los recursos de la organización.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con  incidencia disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.5.9.  Contrato  de Comodato  No 018    de 2003, de la  Junta  de  Acción  Comunal  del  Barrio  Bosque  Calderón  Tejada  II sector, Presidente Uriel Martínez   Laverde.

4.5.9.1. El objeto contractual y los elementos entregados en comodato no se encuentran aparados por ningún tipo de garantía, contraviniendo lo contemplado en el numeral 19 del articulo 25 de la ley 80 de 1993 y el articulo 16 del decreto 679 de 1994 y desconociendo lo previsto en la Resolución No.  001 de 2001, capítulo 4, numeral 4.6,  la cual ordena  que la entrega quedará perfeccionada con la elaboración del comprobante de salida al que se le anexara la póliza  de  manejo y tramitarse según los procedimientos administrativos y contables para el manejo y control de los bienes en los entes públicos del Distrito Capital, hecho que no se contempla  en la  carpeta contentiva del contrato.

De conformidad con las normas enunciadas anteriormente el Fondo de Desarrollo Local debió haber adelantado las diligencias pertinentes  para exigir de parte de los contratistas  la adquisición de pólizas de garantías sobre los bienes entregados  en Comodato o en su defecto  tomar las pólizas a  su cargo, protegiendo los bienes ante posibles riesgos.

Respuesta del FDLCH: “Pese a estos esfuerzos, los comodatarios argumentan no contar con recursos suficientes para adquirir los seguros pero necesitan continuar con el uso de los bienes de propiedad de propiedad del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero.”

...”Esta consulta se atendió mediante oficio No. 3-2004-27204, de la cual se anexa copia,  en la que se indica que si es posible que la entidad asegure dichos bienes siempre y cuando se evidencie que el comodatario no puede atender con sus propios recursos, por lo que actualmente se viene adelantando la labor de verificación con los comodatarios a quienes faltan pólizas, a fin de determinar cuales bienes serán ingresados a los seguros colectivos de la entidad. Esta labor estará culminada a 31 de diciembre de 2004 y los responsables son las áreas jurídica y de almacén de la entidad. l Fondo de Desarrollo Local de Chapinero”.( sic)

A la observación que nos ocupa, le son aplicables los mismos argumentos esgrimidos en la observación 4.5.8.2.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.

4.5.10.  Contrato  de Comodato  No 014    de 2003, de la  Junta  de  Acción  Comunal  del  Barrio San  Isidro,  Presidente   Alberto  Prada.
4.5.10.1 El contrato  no se encuentra  foliado, habiéndose obviado la identificación numérica  cada uno de los folios contentivos de las actuaciones y soportes contractuales, desconociéndose la obligación del sujeto de control, de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.
Respuesta del FDLCH: “efectivamente algunos contratos están sin foliar y se están tomando las medidas correctivas pertinentes. Igualmente se señala que está labor no había podido llevarse a cabo completamente debido al escaso personal con que cuenta la entidad y el gran cúmulo de asuntos a cargo de cada uno de los mismso”( Sic)

El equipo auditor no  acepta la respuesta, con base en  los mismos argumentos esgrimidos numeral. 4.5.2.1  del presente documento.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración y teniendo en cuenta que la observación se encuentra consagrada en el plan de mejoramiento suscrito por la entidad,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.5.10.2 El objeto contractual y los elementos entregados en comodato no se encuentran aparados por ningún tipo de garantía, contraviniendo lo contemplado en el numeral 19 del articulo 25 de la ley 80 de 1993 y el articulo 16 del decreto 679 de 1994 y desconociendo lo previsto en la Resolución No.  001 de 2001, capítulo 4, numeral 4.6,  la cual ordena  que la entrega quedará perfeccionada con la elaboración del comprobante de salida al que se le anexara la póliza  de  manejo y tramitarse según los procedimientos administrativos y contables para el manejo y control de los bienes en los entes públicos del Distrito Capital, hecho que no se contempla  en la  carpeta contentiva del contrato.

De conformidad con las normas enunciadas anteriormente el Fondo de Desarrollo Local debió haber adelantado las diligencias pertinentes  para exigir de parte de los contratistas  la adquisición de pólizas de garantías sobre los bienes entregados  en Comodato o en su defecto  tomar las pólizas a  su cargo, protegiendo los bienes ante posibles riesgos.

Respuesta del FDLCH: “Pese a estos esfuerzos, los comodatarios argumentan no contar con recursos suficientes para adquirir los seguros pero necesitan continuar con el uso de los bienes de propiedad de propiedad del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero.”

...”Esta consulta se atendió mediante oficio No. 3-2004-27204, de la cual se anexa copia,  en la que se indica que si es posible que la entidad asegure dichos bienes siempre y cuando se evidencie que el comodatario no puede atender con sus propios recursos, por lo que actualmente se viene adelantando la labor de verificación con los comodatarios a quienes faltan pólizas, a fin de determinar cuales bienes serán ingresados a los seguros colectivos de la entidad. Esta labor estará culminada a 31 de diciembre de 2004 y los responsables son las áreas jurídica y de almacén de la entidad. l Fondo de Desarrollo Local de Chapinero”.( sic)

A la observación que nos ocupa, le son aplicables los mismos argumentos esgrimidos en la observación 4.5.8.2

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.5.11.  Contrato  de Comodato  No 001    de 2003, de la  Junta  de  Acción  Comunal  del  Barrio Bosques   de  Bellavista,  Presidente Carmenza  Sánchez.

4.5.11.1  El contrato  no se encuentra  foliado, habiéndose obviado la identificación numérica  cada uno de los folios contentivos de las actuaciones y soportes contractuales, desconociéndose la obligación del sujeto de control, de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.

Respuesta del FDLCH: “efectivamente algunos contratos están sin foliar y se están tomando las medidas correctivas pertinentes. Igualmente se señala que está labor no había podido llevarse a cabo completamente debido al escaso personal con que cuenta la entidad y el gran cúmulo de asuntos a cargo de cada uno de los mismso”( Sic)

El equipo auditor no  acepta la respuesta, con base en  los mismos argumentos esgrimidos numeral 4.5.2.1 del presente documento.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración y teniendo en cuenta que la observación se encuentra consagrada en el plan de mejoramiento suscrito por la entidad,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento.

4.5.11.2. El objeto contractual y los elementos entregados en comodato no se encuentran aparados por ningún tipo de garantía, contraviniendo lo contemplado en el numeral 19 del articulo 25 de la ley 80 de 1993 y el articulo 16 del decreto 679 de 1994 y desconociendo lo previsto en la Resolución No.  001 de 2001, capítulo 4, numeral 4.6,  la cual ordena  que la entrega quedará perfeccionada con la elaboración del comprobante de salida al que se le anexara la póliza  de  manejo y tramitarse según los procedimientos administrativos y contables para el manejo y control de los bienes en los entes públicos del Distrito Capital, hecho que no se contempla  en la  carpeta contentiva del contrato.

De conformidad con las normas enunciadas anteriormente el Fondo de Desarrollo Local debió haber adelantado las diligencias pertinentes  para exigir de parte de los contratistas  la adquisición de pólizas de garantías sobre los bienes entregados  en Comodato o en su defecto  tomar las pólizas a  su cargo, protegiendo los bienes ante posibles riesgos.

Respuesta del FDLCH: “Pese a estos esfuerzos, los comodatarios argumentan no contar con recursos suficientes para adquirir los seguros pero necesitan continuar con el uso de los bienes de propiedad de propiedad del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero.”

...”Esta consulta se atendió mediante oficio No. 3-2004-27204, de la cual se anexa copia,  en la que se indica que si es posible que la entidad asegure dichos bienes siempre y cuando se evidencie que el comodatario no puede atender con sus propios recursos, por lo que actualmente se viene adelantando la labor de verificación con los comodatarios a quienes faltan pólizas, a fin de determinar cuales bienes serán ingresados a los seguros colectivos de la entidad. Esta labor estará culminada a 31 de diciembre de 2004 y los responsables son las áreas jurídica y de almacén de la entidad. l Fondo de Desarrollo Local de Chapinero”.( sic)

A la observación que nos ocupa, le son aplicables los mismos argumentos esgrimidos en la observación 4.5.8.2
De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.5.12.  Contrato  de Comodato  No 020   de 2003, de la  Junta  de  Acción  Comunal  del  Barrio   la  Esperanza,  Presidente  Albercio  Velandia. 

4.5.12.1. El contrato  no se encuentra  foliado, habiéndose obviado la identificación numérica  cada uno de los folios contentivos de las actuaciones y soportes contractuales, desconociéndose la obligación del sujeto de control, de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.

Respuesta del FDLCH: “efectivamente algunos contratos están sin foliar y se están tomando las medidas correctivas pertinentes. Igualmente se señala que está labor no había podido llevarse a cabo completamente debido al escaso personal con que cuenta la entidad y el gran cúmulo de asuntos a cargo de cada uno de los mismso”( Sic)

El equipo auditor no  acepta la respuesta, con base en  los mismos argumentos esgrimidos numeral 4.5.2.1 del presente documento.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración y teniendo en cuenta que la observación se encuentra consagrada en el plan de mejoramiento suscrito por la entidad,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento.

4.5.12.2. El objeto contractual y los elementos entregados en comodato no se encuentran aparados por ningún tipo de garantía, contraviniendo lo contemplado en el numeral 19 del articulo 25 de la ley 80 de 1993 y el articulo 16 del decreto 679 de 1994 y desconociendo lo previsto en la Resolución No.  001 de 2001, capítulo 4, numeral 4.6,  la cual ordena  que la entrega quedará perfeccionada con la elaboración del comprobante de salida al que se le anexara la póliza  de  manejo y tramitarse según los procedimientos administrativos y contables para el manejo y control de los bienes en los entes públicos del Distrito Capital, hecho que no se contempla  en la  carpeta contentiva del contrato.

De conformidad con las normas enunciadas anteriormente el Fondo de Desarrollo Local debió haber adelantado las diligencias pertinentes  para exigir de parte de los contratistas  la adquisición de pólizas de garantías sobre los bienes entregados  en Comodato o en su defecto  tomar las pólizas a  su cargo, protegiendo los bienes ante posibles riesgos.

Respuesta del FDLCH: “Pese a estos esfuerzos, los comodatarios argumentan no contar con recursos suficientes para adquirir los seguros pero necesitan continuar con el uso de los bienes de propiedad de propiedad del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero.”

...”Esta consulta se atendió mediante oficio No. 3-2004-27204, de la cual se anexa copia,  en la que se indica que si es posible que la entidad asegure dichos bienes siempre y cuando se evidencie que el comodatario no puede atender con sus propios recursos, por lo que actualmente se viene adelantando la labor de verificación con los comodatarios a quienes faltan pólizas, a fin de determinar cuales bienes serán ingresados a los seguros colectivos de la entidad. Esta labor estará culminada a 31 de diciembre de 2004 y los responsables son las áreas jurídica y de almacén de la entidad. l Fondo de Desarrollo Local de Chapinero”.( sic)

A la observación que nos ocupa, le son aplicables los mismos argumentos esgrimidos en la observación 4.5.8.2

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.5.13.  Contrato  de Comodato  No 007   de 2003,   Asociación  de  Bienestar  mirando  hacia  el  futuro,  Representante  Martha Monastoque 

4.5.13.1. El contrato  no se encuentra  foliado, habiéndose obviado la identificación numérica  cada uno de los folios contentivos de las actuaciones y soportes contractuales, desconociéndose la obligación del sujeto de control, de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.
Respuesta del FDLCH: “efectivamente algunos contratos están sin foliar y se están tomando las medidas correctivas pertinentes. Igualmente se señala que está labor no había podido llevarse a cabo completamente debido al escaso personal con que cuenta la entidad y el gran cúmulo de asuntos a cargo de cada uno de los mismso”( Sic)

El equipo auditor no  acepta la respuesta, con base en  los mismos argumentos esgrimidos numeral 4.5.2.1 del presente documento.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración y teniendo en cuenta que la observación se encuentra consagrada en el plan de mejoramiento suscrito por la entidad,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.5.14.  Contrato  de Comodato  No 012   de 2003,   Asociación  de  Bienestar  la  Colina,  Representante  María  Elena  Giraldo. 

4.5.14.1. El contrato  no se encuentra  foliado, habiéndose obviado la identificación numérica  cada uno de los folios contentivos de las actuaciones y soportes contractuales, desconociéndose la obligación del sujeto de control, de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.
Respuesta del FDLCH: “efectivamente algunos contratos están sin foliar y se están tomando las medidas correctivas pertinentes. Igualmente se señala que está labor no había podido llevarse a cabo completamente debido al escaso personal con que cuenta la entidad y el gran cúmulo de asuntos a cargo de cada uno de los mismso”( Sic)

El equipo auditor no  acepta la respuesta, con base en  los mismos argumentos esgrimidos numeral 4.5.2.1 del presente documento.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración y teniendo en cuenta que la observación se encuentra consagrada en el plan de mejoramiento suscrito por la entidad,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento.

4.5.14.2. El objeto contractual y los elementos entregados en comodato no se encuentran aparados por ningún tipo de garantía, contraviniendo lo contemplado en el numeral 19 del articulo 25 de la ley 80 de 1993 y el articulo 16 del decreto 679 de 1994 y desconociendo lo previsto en la Resolución No.  001 de 2001, capítulo 4, numeral 4.6,  la cual ordena  que la entrega quedará perfeccionada con la elaboración del comprobante de salida al que se le anexara la póliza  de  manejo y tramitarse según los procedimientos administrativos y contables para el manejo y control de los bienes en los entes públicos del Distrito Capital, hecho que no se contempla  en la  carpeta contentiva del contrato.

De conformidad con las normas enunciadas anteriormente el Fondo de Desarrollo Local debió haber adelantado las diligencias pertinentes  para exigir de parte de los contratistas  la adquisición de pólizas de garantías sobre los bienes entregados  en Comodato o en su defecto  tomar las pólizas a  su cargo, protegiendo los bienes ante posibles riesgos.

Respuesta del FDLCH: “Pese a estos esfuerzos, los comodatarios argumentan no contar con recursos suficientes para adquirir los seguros pero necesitan continuar con el uso de los bienes de propiedad de propiedad del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero.”

...”Esta consulta se atendió mediante oficio No. 3-2004-27204, de la cual se anexa copia,  en la que se indica que si es posible que la entidad asegure dichos bienes siempre y cuando se evidencie que el comodatario no puede atender con sus propios recursos, por lo que actualmente se viene adelantando la labor de verificación con los comodatarios a quienes faltan pólizas, a fin de determinar cuales bienes serán ingresados a los seguros colectivos de la entidad. Esta labor estará culminada a 31 de diciembre de 2004 y los responsables son las áreas jurídica y de almacén de la entidad. l Fondo de Desarrollo Local de Chapinero”.( sic)

A la observación que nos ocupa, le son aplicables los mismos argumentos esgrimidos en la observación 4.5.8.2
De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.5.15.  Contrato  de Comodato  No 002   de 2003,   Asociación   Centro  de  Atención  al  menor Representante  Legal Sandra  Patricia  Rodríguez.  

4.5.15.1.  
 El contrato  no se encuentra  foliado, habiéndose obviado la identificación numérica  cada uno de los folios contentivos de las actuaciones y soportes contractuales, desconociéndose la obligación del sujeto de control, de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.

Respuesta del FDLCH: “efectivamente algunos contratos están sin foliar y se están tomando las medidas correctivas pertinentes. Igualmente se señala que está labor no había podido llevarse a cabo completamente debido al escaso personal con que cuenta la entidad y el gran cúmulo de asuntos a cargo de cada uno de los mismso”( Sic)

El equipo auditor no  acepta la respuesta, con base en  los mismos argumentos esgrimidos numeral 4.5.2.1 del presente documento.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración y teniendo en cuenta que la observación se encuentra consagrada en el plan de mejoramiento suscrito por la entidad,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.5.15.2. El objeto contractual y los elementos entregados en comodato no se encuentran aparados por ningún tipo de garantía, contraviniendo lo contemplado en el numeral 19 del articulo 25 de la ley 80 de 1993 y el articulo 16 del decreto 679 de 1994 y desconociendo lo previsto en la Resolución No.  001 de 2001, capítulo 4, numeral 4.6,  la cual ordena  que la entrega quedará perfeccionada con la elaboración del comprobante de salida al que se le anexara la póliza  de  manejo y tramitarse según los procedimientos administrativos y contables para el manejo y control de los bienes en los entes públicos del Distrito Capital, hecho que no se contempla  en la  carpeta contentiva del contrato.

De conformidad con las normas enunciadas anteriormente el Fondo de Desarrollo Local debió haber adelantado las diligencias pertinentes  para exigir de parte de los contratistas  la adquisición de pólizas de garantías sobre los bienes entregados  en Comodato o en su defecto  tomar las pólizas a  su cargo, protegiendo los bienes ante posibles riesgos.

Respuesta del FDLCH: “Pese a estos esfuerzos, los comodatarios argumentan no contar con recursos suficientes para adquirir los seguros pero necesitan continuar con el uso de los bienes de propiedad de propiedad del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero.”

...”Esta consulta se atendió mediante oficio No. 3-2004-27204, de la cual se anexa copia,  en la que se indica que si es posible que la entidad asegure dichos bienes siempre y cuando se evidencie que el comodatario no puede atender con sus propios recursos, por lo que actualmente se viene adelantando la labor de verificación con los comodatarios a quienes faltan pólizas, a fin de determinar cuales bienes serán ingresados a los seguros colectivos de la entidad. Esta labor estará culminada a 31 de diciembre de 2004 y los responsables son las áreas jurídica y de almacén de la entidad. l Fondo de Desarrollo Local de Chapinero”.( sic)

A la observación que nos ocupa, le son aplicables los mismos argumentos esgrimidos en la observación 4.5.8.2
De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.5.16.  Contrato  de Comodato  No    016  de 2003,   Asociación Padres Hogares de  Bienestar el Paraíso Cerros Orientales No. 2 Representante  Legal   María  Magdalena  Lara  Carranza.  

4.5.16.1. El contrato  no se encuentra  foliado, habiéndose obviado la identificación numérica  cada uno de los folios contentivos de las actuaciones y soportes contractuales, desconociéndose la obligación del sujeto de control, de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros..

Respuesta del FDLCH: “efectivamente algunos contratos están sin foliar y se están tomando las medidas correctivas pertinentes. Igualmente se señala que está labor no había podido llevarse a cabo completamente debido al escaso personal con que cuenta la entidad y el gran cúmulo de asuntos a cargo de cada uno de los mismso”( Sic)

El equipo auditor no  acepta la respuesta, con base en  los mismos argumentos esgrimidos numeral 4.5.2.1 del presente documento.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración y teniendo en cuenta que la observación se encuentra consagrada en el plan de mejoramiento suscrito por la entidad,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo. para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.5.16.2. El objeto contractual y los elementos entregados en comodato no se encuentran aparados por ningún tipo de garantía, contraviniendo lo contemplado en el numeral 19 del articulo 25 de la ley 80 de 1993 y el articulo 16 del decreto 679 de 1994 y desconociendo lo previsto en la Resolución No.  001 de 2001, capítulo 4, numeral 4.6,  la cual ordena  que la entrega quedará perfeccionada con la elaboración del comprobante de salida al que se le anexara la póliza  de  manejo y tramitarse según los procedimientos administrativos y contables para el manejo y control de los bienes en los entes públicos del Distrito Capital, hecho que no se contempla  en la  carpeta contentiva del contrato.

De conformidad con las normas enunciadas anteriormente el Fondo de Desarrollo Local debió haber adelantado las diligencias pertinentes  para exigir de parte de los contratistas  la adquisición de pólizas de garantías sobre los bienes entregados  en Comodato o en su defecto  tomar las pólizas a  su cargo, protegiendo los bienes ante posibles riesgos.

Respuesta del FDLCH: “Pese a estos esfuerzos, los comodatarios argumentan no contar con recursos suficientes para adquirir los seguros pero necesitan continuar con el uso de los bienes de propiedad de propiedad del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero.”

...”Esta consulta se atendió mediante oficio No. 3-2004-27204, de la cual se anexa copia,  en la que se indica que si es posible que la entidad asegure dichos bienes siempre y cuando se evidencie que el comodatario no puede atender con sus propios recursos, por lo que actualmente se viene adelantando la labor de verificación con los comodatarios a quienes faltan pólizas, a fin de determinar cuales bienes serán ingresados a los seguros colectivos de la entidad. Esta labor estará culminada a 31 de diciembre de 2004 y los responsables son las áreas jurídica y de almacén de la entidad. l Fondo de Desarrollo Local de Chapinero”.( sic)

A la observación que nos ocupa, le son aplicables los mismos argumentos esgrimidos en la observación 4.5.8.2
De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.5.17.  Contrato  de Comodato  No  015   de 2003,   Junta    Defensa  Civil Chapinero.

4.5.17.1. El contrato  no se encuentra  foliado, habiéndose obviado la identificación numérica  cada uno de los folios contentivos de las actuaciones y soportes contractuales, desconociéndose la obligación del sujeto de control, de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.
Respuesta del FDLCH: “efectivamente algunos contratos están sin foliar y se están tomando las medidas correctivas pertinentes. Igualmente se señala que está labor no había podido llevarse a cabo completamente debido al escaso personal con que cuenta la entidad y el gran cúmulo de asuntos a cargo de cada uno de los mismso”( Sic)

El equipo auditor no  acepta la respuesta, con base en  los mismos argumentos esgrimidos numeral 4.5.2.1 del presente documento.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración y teniendo en cuenta que la observación se encuentra consagrada en el plan de mejoramiento suscrito por la entidad,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.5.17.2. El objeto contractual y los elementos entregados en comodato no se encuentran aparados por ningún tipo de garantía, contraviniendo lo contemplado en el numeral 19 del articulo 25 de la ley 80 de 1993 y el articulo 16 del decreto 679 de 1994 y desconociendo lo previsto en la Resolución No.  001 de 2001, capítulo 4, numeral 4.6,  la cual ordena  que la entrega quedará perfeccionada con la elaboración del comprobante de salida al que se le anexara la póliza  de  manejo y tramitarse según los procedimientos administrativos y contables para el manejo y control de los bienes en los entes públicos del Distrito Capital, hecho que no se contempla  en la  carpeta contentiva del contrato.

De conformidad con las normas enunciadas anteriormente el Fondo de Desarrollo Local debió haber adelantado las diligencias pertinentes  para exigir de parte de los contratistas  la adquisición de pólizas de garantías sobre los bienes entregados  en Comodato o en su defecto  tomar las pólizas a  su cargo, protegiendo los bienes ante posibles riesgos.

Respuesta del FDLCH: “Pese a estos esfuerzos, los comodatarios argumentan no contar con recursos suficientes para adquirir los seguros pero necesitan continuar con el uso de los bienes de propiedad de propiedad del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero.”

...”Esta consulta se atendió mediante oficio No. 3-2004-27204, de la cual se anexa copia,  en la que se indica que si es posible que la entidad asegure dichos bienes siempre y cuando se evidencie que el comodatario no puede atender con sus propios recursos, por lo que actualmente se viene adelantando la labor de verificación con los comodatarios a quienes faltan pólizas, a fin de determinar cuales bienes serán ingresados a los seguros colectivos de la entidad. Esta labor estará culminada a 31 de diciembre de 2004 y los responsables son las áreas jurídica y de almacén de la entidad. l Fondo de Desarrollo Local de Chapinero”.( sic)

A la observación que nos ocupa, le son aplicables los mismos argumentos esgrimidos en la observación 4.5.8.2
De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.5.17.3.   No  se efectuó la  publicación  del contrato, desconociéndose lo previsto en el  decreto  No.   326  de  2002, en concordancia  con la  resolución  No.  423  de  2002  emanada  de la Secretaria  Mayor  de  Bogotá.    El hecho de no darle  publicidad   al contrato, repercute en el no ejercicio de control social en los procesos de contratación impidiendo que las organizaciones  comunitarias o veedurías ciudadanas tengan  conocimiento  en primera instancia  sobre  la   existencia   de los  contratos. 

Respuesta del FDLCH: “Frente a esta situación, se indica que al igual que en el caso de las pólizas, pese a los requerimientos reiterados del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero, los comodatarios han manifestado no contar con recursos suficientes para hacer la publicación.

Por este motivo, se oficio a la Imprenta Distrital a fin de que estudiara la posibilidad de fijar una tarifa especial e inferior que permitiera a los comodatarios cumplir la obligación de publicación, solicitud que fue atendida mediante escrito No. 2-2004-38856 en la que se manifestó que no existen tarifas preferenciales vigentes para la situación expuesta.(Sic)

A partir de esta respuesta, se ha requerido nuevamente a los comodatarios para que cumplan la obligación de publicación pero no se ha verificado su cumplimiento. Si embargo, no se ha procedido al retiro de los elementos por considerar que ello implicaría un daño para la comunidad, por lo que se están buscando fórmulas de solución ajustadas a derecho”.

El equipo auditor no acepta la respuesta de la administración,  a pesar de comprender la utilidad que los elementos entregados en comodato proporcionan a la comunidad, en tanto que los servidores públicos y dentro de estos el representante de la entidad están llamados por el estatuto superior a  ejercer sus funciones con arreglo a lo previsto en la constitución, la ley y los reglamentos, siendo su obligación buscar el cumplimiento de los fines del Estado y la correcta ejecución del objeto del contrato,  debiendo vigilar y exigir el cumplimiento de las obligaciones adquiridas por el contratista.

Es menester considerar que la dirección y el manejo de la actividad contractual corresponde de manera directa a la Alcaldesa Local, quien deberá propender por el cumplimento estricto de las normas que regulan la materia y de las cláusulas que específicamente rigen los acuerdos contractuales. (articulo 123 de la C:N y articulo 26 literales 1º,2º y 5º de la ley 80 de 1993)

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.5.18.  Contrato  de  comodato No. 0055 de 1996,  Por  el cual el Fondo de Desarrollo Local de Chapinero entrega en calidad de Comodato elementos a la  ASOCIACIÓN DE JUNTAS DE  ACCIÓN COMUNAL,   delegando en la J.A.C.  San Martín de Porres,   a    Marlene Choconta Díaz.

4.5.18.1. El contrato  no se encuentra  foliado, habiéndose obviado la identificación numérica  cada uno de los folios contentivos de las actuaciones y soportes contractuales, desconociéndose la obligación del sujeto de control, de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.
Respuesta del FDLCH: “efectivamente algunos contratos están sin foliar y se están tomando las medidas correctivas pertinentes. Igualmente se señala que está labor no había podido llevarse a cabo completamente debido al escaso personal con que cuenta la entidad y el gran cúmulo de asuntos a cargo de cada uno de los mismso”( Sic)

El equipo auditor no  acepta la respuesta, con base en  los mismos argumentos esgrimidos numeral 4.5.2.1 del presente documento.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración, el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.5.18.2. El objeto contractual y los elementos entregados en comodato no se encuentran aparados por ningún tipo de garantía, contraviniendo lo contemplado en el numeral 19 del articulo 25 de la ley 80 de 1993 y el articulo 16 del decreto 679 de 1994 y desconociendo lo previsto en la Resolución No.  001 de 2001, capítulo 4, numeral 4.6,  la cual ordena  que la entrega quedará perfeccionada con la elaboración del comprobante de salida al que se le anexara la póliza  de  manejo y tramitarse según los procedimientos administrativos y contables para el manejo y control de los bienes en los entes públicos del Distrito Capital, hecho que no se contempla  en la  carpeta contentiva del contrato.

De conformidad con las normas enunciadas anteriormente el Fondo de Desarrollo Local debió haber adelantado las diligencias pertinentes  para exigir de parte de los contratistas  la adquisición de pólizas de garantías sobre los bienes entregados  en Comodato o en su defecto  tomar las pólizas a  su cargo, protegiendo los bienes ante posibles riesgos.

A la observación que nos ocupa, le son aplicables los mismos argumentos esgrimidos en la observación 4.5.8.2

Respuesta del FDLCH: “Pese a estos esfuerzos, los comodatarios argumentan no contar con recursos suficientes para adquirir los seguros pero necesitan continuar con el uso de los bienes de propiedad de propiedad del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero.”

...”Esta consulta se atendió mediante oficio No. 3-2004-27204, de la cual se anexa copia,  en la que se indica que si es posible que la entidad asegure dichos bienes siempre y cuando se evidencie que el comodatario no puede atender con sus propios recursos, por lo que actualmente se viene adelantando la labor de verificación con los comodatarios a quienes faltan pólizas, a fin de determinar cuales bienes serán ingresados a los seguros colectivos de la entidad. Esta labor estará culminada a 31 de diciembre de 2004 y los responsables son las áreas jurídica y de almacén de la entidad. l Fondo de Desarrollo Local de Chapinero”.( sic)

A la observación que nos ocupa, le son aplicables los mismos argumentos esgrimidos en la observación 4.4.8.2

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.

4.5.18.3.  Se  evidencia  una  presunta pérdida de elementos entregados en calidad de Comodato  al Sr. Miguel A. Ballesteros, los que a continuación se describen: (1) Equipo de  Perifoneo  de  12  voltios  y una  máquina de  escribir electrónica Broker GX8750, por  valor   de  $676.260.00 de acuerdo  al   acta   de  avalúo  No. 003/2003.

Respuesta del FDLCH: “En cumplimiento del Manual de procedimientos para el Control y Manejo de las Responsabilidades en los Fondos de Desarrollo local, Resolución 1202 del 24 de septiembre de 1997, El FDL, adelanto el proceso de baja de los bienes perdidos a la Junta de Acción Comunal del Barrio San Martín de Porres  y remitió el proceso mediante Memorando 949 del 09 de septiembre de 2003 a la Dirección de Desarrollo Local y Participación Ciudadana de la Contraloría para que determinara si hay responsabilidad Fiscal por la perdida de los elementos mencionados”

Sobre los hechos objeto de examen, es pertinente manifestar que los elementos ya citados, fueron entregados en virtud de contrato de comodato  celebrado el  30 de diciembre de 1996,  los cuales según denuncio presentado el 22 de noviembre de 1999 por Marlene Choconta Díaz  se perdieron el 19 de noviembre del mismo año.

Los hechos descritos ocurrieron bajo el imperio de la ley 42 de 1993, norma que no contempló de manera expresa el termino de caducidad de la acción fiscal, vacío suplido por la jurisprudencia de la Corte Constitucional, cuerpo colegiado que ha considerado en diversas sentencias como la  C-046 de 1994 y  T- 973 de 1999 lo siguiente: “ Si el termino de caducidad de dos años lo establece la ley para la acción de reparación directa enderezada contra el Estado y cuyo objeto es el de deducir su responsabilidad por un hecho, omisión u operación suya ( C.C.A art. 136) el mismo termino deberá predicarse mutatis mutandis de la iniciación del proceso de  responsabilidad fiscal por parte de los organismos de control fiscal y que apunta a deducir la existencia, contenido y alcance de la responsabilidad fiscal de las personas  que han manejado los intereses patrimoniales del Estado.” (Subrayado fuera de texto)

Con base en lo consignado anteriormente y teniendo en cuenta la fecha de los hechos objeto de examen, los cuales tienen ocurrencia el 19 de noviembre de 1999, la acción fiscal caducó dado que han transcurrido mas de dos años contados a partir de la ocurrencia del hecho generador del daño al patrimonio público. Por lo tanto, en cumplimiento del principio constitucional del debido proceso  aplicable tanto a las actuaciones judiciales como administrativas, no es viable dar traslado de los hechos a la Dirección de responsabilidad fiscal y Jurisdicción Coactiva, por haber  operado el fenómeno de la caducidad.

No obstante, la administración deberá  gestionar los aspectos legales, administrativos y contables a que haya lugar en cualquiera de los casos de hurto, o pérdida por caso fortuito o fuerza mayor, realizar la baja definitiva,  de  conformidad  con lo dispuesto  en la  norma.

Es de anotar, que la Unidad Local de Chapinero tuvo conocimiento de los hechos en cuestión, el 27 de agosto de 2004 por remisión efectuada por el Dr. Carlos H. Ibáñez, Asesor Jurídico de la Dirección de Desarrollo Local y Participación Ciudadana, de los documentos y anexos del oficio GGAF 947 del 9 de septiembre de 2003 emanado del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero.

4.5.19.  Contrato de Comodato No. 008 de 2003 de la Junta de Acción Comunal del barrio Verjón bajo, Presidente Cristina Bravo Valenzuela.


4.5.19.1. El contrato  no se encuentra  foliado, habiéndose obviado la identificación numérica  cada uno de los folios contentivos de las actuaciones y soportes contractuales, desconociéndose la obligación del sujeto de control, de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.
Respuesta del FDLCH: “efectivamente algunos contratos están sin foliar y se están tomando las medidas correctivas pertinentes. Igualmente se señala que está labor no había podido llevarse a cabo completamente debido al escaso personal con que cuenta la entidad y el gran cúmulo de asuntos a cargo de cada uno de los mismso”( Sic)

El equipo auditor no  acepta la respuesta, con base en  los mismos argumentos esgrimidos numeral 4.5.2.1 . del presente documento.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración y teniendo en cuenta que la observación se encuentra consagrada en el plan de mejoramiento suscrito por la entidad,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.5.20.  Contrato de Comodato No 017 de 2003, Asociación Padres de Familia Bienestar Juan XXIII, Representante Legal Dolly Ayala.
4.5.20.1. El contrato  no se encuentra  foliado, habiéndose obviado la identificación numérica  cada uno de los folios contentivos de las actuaciones y soportes contractuales, desconociéndose la obligación del sujeto de control, de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.
Respuesta del FDLCH: “efectivamente algunos contratos están sin foliar y se están tomando las medidas correctivas pertinentes. Igualmente se señala que está labor no había podido llevarse a cabo completamente debido al escaso personal con que cuenta la entidad y el gran cúmulo de asuntos a cargo de cada uno de los mismso”( Sic)

El equipo auditor no  acepta la respuesta, con base en  los mismos argumentos esgrimidos numeral 4.5.2.1.  del presente documento.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración y teniendo en cuenta que la observación se encuentra consagrada en el plan de mejoramiento suscrito por la entidad,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.5.20.2  El objeto contractual y los elementos entregados en comodato no se encuentran aparados por ningún tipo de garantía, contraviniendo lo contemplado en el numeral 19 del articulo 25 de la ley 80 de 1993 y el articulo 16 del decreto 679 de 1994 y desconociendo lo previsto en la Resolución No.  001 de 2001, capítulo 4, numeral 4.6,  la cual ordena  que la entrega quedará perfeccionada con la elaboración del comprobante de salida al que se le anexara la póliza  de  manejo y tramitarse según los procedimientos administrativos y contables para el manejo y control de los bienes en los entes públicos del Distrito Capital, hecho que no se contempla  en la  carpeta contentiva del contrato.

De conformidad con las normas enunciadas anteriormente el Fondo de Desarrollo Local debió haber adelantado las diligencias pertinentes  para exigir de parte de los contratistas  la adquisición de pólizas de garantías sobre los bienes entregados  en Comodato o en su defecto  tomar las pólizas a  su cargo, protegiendo los bienes ante posibles riesgos.

A la observación que nos ocupa, le son aplicables los mismos argumentos esgrimidos en la observación 4.5.8.2

Respuesta del FDLCH: “Pese a estos esfuerzos, los comodatarios argumentan no contar con recursos suficientes para adquirir los seguros pero necesitan continuar con el uso de los bienes de propiedad de propiedad del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero.”

...”Esta consulta se atendió mediante oficio No. 3-2004-27204, de la cual se anexa copia,  en la que se indica que si es posible que la entidad asegure dichos bienes siempre y cuando se evidencie que el comodatario no puede atender con sus propios recursos, por lo que actualmente se viene adelantando la labor de verificación con los comodatarios a quienes faltan pólizas, a fin de determinar cuales bienes serán ingresados a los seguros colectivos de la entidad. Esta labor estará culminada a 31 de diciembre de 2004 y los responsables son las áreas jurídica y de almacén de la entidad. l Fondo de Desarrollo Local de Chapinero”.( sic)

El equipo auditor no acepta la respuesta de la entidad por cuanto esta debió exigir el cumplimiento de las obligaciones surgidas del contrato, entre ellas el amparo de los elementos entregados en calidad de comodato por parte del comodatario. según lo dispuesto por el estatuto contractual. Es de considerar, que en caso de no constitución de póliza por parte del comodatario, a la entidad comodante le asiste la obligación de amparar los bienes objeto del acuerdo contractual, contra todo riesgo de tal forma que en el evento de ocurrir algún siniestro no se afecta el patrimonio público defensa del patrimonio que le ha sido confiado para su manejo e inversión.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.5.21.  Comodato No 022 de 2003, 
Departamento de Policía, segunda estación de Policía, Comandante Héctor Guzmán. 


 

4.5.21.1. El contrato  no se encuentra  foliado, habiéndose obviado la identificación numérica  cada uno de los folios contentivos de las actuaciones y soportes contractuales, desconociéndose la obligación del sujeto de control, de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.
Respuesta del FDLCH: “efectivamente algunos contratos están sin foliar y se están tomando las medidas correctivas pertinentes. Igualmente se señala que está labor no había podido llevarse a cabo completamente debido al escaso personal con que cuenta la entidad y el gran cúmulo de asuntos a cargo de cada uno de los mismso”( Sic)

El equipo auditor no  acepta la respuesta, con base en  los mismos argumentos esgrimidos numeral 4.5.2.1 del presente documento.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración y teniendo en cuenta que la observación se encuentra consagrada en el plan de mejoramiento suscrito por la entidad,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.5.21.2. El objeto contractual y los elementos entregados en comodato no se encuentran aparados por ningún tipo de garantía, contraviniendo lo contemplado en el numeral 19 del articulo 25 de la ley 80 de 1993 y el articulo 16 del decreto 679 de 1994 y desconociendo lo previsto en la Resolución No.  001 de 2001, capítulo 4, numeral 4.6,  la cual ordena  que la entrega quedará perfeccionada con la elaboración del comprobante de salida al que se le anexara la póliza  de  manejo y tramitarse según los procedimientos administrativos y contables para el manejo y control de los bienes en los entes públicos del Distrito Capital, hecho que no se contempla  en la  carpeta contentiva del contrato.

De conformidad con las normas enunciadas anteriormente el Fondo de Desarrollo Local debió haber adelantado las diligencias pertinentes  para exigir de parte de los contratistas  la adquisición de pólizas de garantías sobre los bienes entregados  en Comodato o en su defecto  tomar las pólizas a  su cargo, protegiendo los bienes ante posibles riesgos.

Respuesta del FDLCH: “Pese a estos esfuerzos, los comodatarios argumentan no contar con recursos suficientes para adquirir los seguros pero necesitan continuar con el uso de los bienes de propiedad de propiedad del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero.”

”Esta consulta se atendió mediante oficio No. 3-2004-27204, de la cual se anexa copia,  en la que se indica que si es posible que la entidad asegure dichos bienes siempre y cuando se evidencie que el comodatario no puede atender con sus propios recursos, por lo que actualmente se viene adelantando la labor de verificación con los comodatarios a quienes faltan pólizas, a fin de determinar cuales bienes serán ingresados a los seguros colectivos de la entidad. Esta labor estará culminada a 31 de diciembre de 2004 y los responsables son las áreas jurídica y de almacén de la entidad. l Fondo de Desarrollo Local de Chapinero”.( sic)

A la observación que nos ocupa, le son aplicables los mismos argumentos esgrimidos en la observación 4.5.8.2
De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.5.21.3. No  se efectuó la  publicación  del contrato, desconociéndose lo previsto en el  Decreto  No.   326  de  2002, en concordancia  con la  Resolución  No.  423  de  2002  emanada  de la Secretaria  Mayor  de  Bogotá.    El hecho de no darle  publicidad   al contrato, repercute en el no ejercicio de control social en los procesos de contratación impidiendo que las organizaciones  comunitarias o veedurías ciudadanas tengan  conocimiento  en primera instancia  sobre  la   existencia   de los  contratos.
Respuesta de FDLCH:” Frente a esta situación, se indica que al igual que en el caso de las pólizas, pese a los requerimientos reiterados del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero, los comodatarios han manifestado no contar con recursos suficientes para hacer la publicación.

Por este motivo, se oficio a la Imprenta Distrital a fin de que estudiara la posibilidad de fijar una tarifa especial e inferior que permitiera a los comodatarios cumplir la obligación de publicación, solicitud que fue atendida mediante escrito No. 2-2004-38856 en la que se manifestó que no existen tarifas preferenciales vigentes para la situación expuesta.

A partir de esta respuesta, se ha requerido nuevamente a los comodatarios para que cumplan la obligación de publicación pero no se ha verificado su cumplimiento. Si embargo, no se ha procedido al retiro de los elementos por considerar que ello implicaría un daño para la comunidad, por lo que se están buscando fórmulas de solución ajustadas a derecho.”

A la observación que nos ocupa, le son aplicables los mismos argumentos esgrimidos en la observación  4.5.17.3.
De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.

4.5.22.  Contrato  de  Comodato  No.   021  de   2003,  asociación  de  Juntas de  Acción  Comunal de  Chapinero. Representante  Legal  Marco Rojas  Rodríguez,  valor $584.640.oo.

4.5.22.1.  El contrato  no se encuentra  foliado, habiéndose obviado la identificación numérica  cada uno de los folios contentivos de las actuaciones y soportes contractuales, desconociéndose la obligación del sujeto de control, de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.
Respuesta del FDLCH: “efectivamente algunos contratos están sin foliar y se están tomando las medidas correctivas pertinentes. Igualmente se señala que está labor no había podido llevarse a cabo completamente debido al escaso personal con que cuenta la entidad y el gran cúmulo de asuntos a cargo de cada uno de los mismso”( Sic)

El equipo auditor no  acepta la respuesta, con base en  los mismos argumentos esgrimidos numeral 4.5.2.1 del presente documento.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración y teniendo en cuenta que la observación se encuentra consagrada en el plan de mejoramiento suscrito por la entidad,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.5.22.2. El objeto contractual y los elementos entregados en comodato no se encuentran aparados por ningún tipo de garantía, contraviniendo lo contemplado en el numeral 19 del articulo 25 de la ley 80 de 1993 y el articulo 16 del decreto 679 de 1994 y desconociendo lo previsto en la Resolución No.  001 de 2001, capítulo 4, numeral 4.6,  la cual ordena  que la entrega quedará perfeccionada con la elaboración del comprobante de salida al que se le anexara la póliza  de  manejo y tramitarse según los procedimientos administrativos y contables para el manejo y control de los bienes en los entes públicos del Distrito Capital, hecho que no se contempla  en la  carpeta contentiva del contrato.

De conformidad con las normas enunciadas anteriormente el Fondo de Desarrollo Local debió haber adelantado las diligencias pertinentes  para exigir de parte de los contratistas  la adquisición de pólizas de garantías sobre los bienes entregados  en Comodato o en su defecto  tomar las pólizas a  su cargo, protegiendo los bienes ante posibles riesgos.

Respuesta del FDLCH: “Pese a estos esfuerzos, los comodatarios argumentan no contar con recursos suficientes para adquirir los seguros pero necesitan continuar con el uso de los bienes de propiedad de propiedad del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero.”

...”Esta consulta se atendió mediante oficio No. 3-2004-27204, de la cual se anexa copia,  en la que se indica que si es posible que la entidad asegure dichos bienes siempre y cuando se evidencie que el comodatario no puede atender con sus propios recursos, por lo que actualmente se viene adelantando la labor de verificación con los comodatarios a quienes faltan pólizas, a fin de determinar cuales bienes serán ingresados a los seguros colectivos de la entidad. Esta labor estará culminada a 31 de diciembre de 2004 y los responsables son las áreas jurídica y de almacén de la entidad. l Fondo de Desarrollo Local de Chapinero”.( sic)

A la observación que nos ocupa, le son aplicables los mismos argumentos esgrimidos en la observación 4.5.8.2
De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.5.23.  Contrato  de  Comodato  No.   024  de   2003,  de  la Junta   de  Acción  Comunal del  Barrio  Mariscal  Sucre Representante  Helmer Ignacio Erazo España  Rodríguez.  

4.5.23.1. El contrato  no se encuentra  foliado, habiéndose obviado la identificación numérica  cada uno de los folios contentivos de las actuaciones y soportes contractuales, desconociéndose la obligación del sujeto de control, de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.

Respuesta del FDLCH: “efectivamente algunos contratos están sin foliar y se están tomando las medidas correctivas pertinentes. Igualmente se señala que está labor no había podido llevarse a cabo completamente debido al escaso personal con que cuenta la entidad y el gran cúmulo de asuntos a cargo de cada uno de los mismso”( Sic)

El equipo auditor no  acepta la respuesta, con base en  los mismos argumentos esgrimidos numeral 4.5.2.1.  del presente documento.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración y teniendo en cuenta que la observación se encuentra consagrada en el plan de mejoramiento suscrito por la entidad,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.5.23.2. El objeto contractual y los elementos entregados en comodato no se encuentran aparados por ningún tipo de garantía, contraviniendo lo contemplado en el numeral 19 del articulo 25 de la ley 80 de 1993 y el articulo 16 del decreto 679 de 1994 y desconociendo lo previsto en la Resolución No.  001 de 2001, capítulo 4, numeral 4.6,  la cual ordena  que la entrega quedará perfeccionada con la elaboración del comprobante de salida al que se le anexara la póliza  de  manejo y tramitarse según los procedimientos administrativos y contables para el manejo y control de los bienes en los entes públicos del Distrito Capital, hecho que no se contempla  en la  carpeta contentiva del contrato.

De conformidad con las normas enunciadas anteriormente el Fondo de Desarrollo Local debió haber adelantado las diligencias pertinentes  para exigir de parte de los contratistas  la adquisición de pólizas de garantías sobre los bienes entregados  en Comodato o en su defecto  tomar las pólizas a  su cargo, protegiendo los bienes ante posibles riesgos.

Respuesta del FDLCH: “Pese a estos esfuerzos, los comodatarios argumentan no contar con recursos suficientes para adquirir los seguros pero necesitan continuar con el uso de los bienes de propiedad de propiedad del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero.”

...”Esta consulta se atendió mediante oficio No. 3-2004-27204, de la cual se anexa copia,  en la que se indica que si es posible que la entidad asegure dichos bienes siempre y cuando se evidencie que el comodatario no puede atender con sus propios recursos, por lo que actualmente se viene adelantando la labor de verificación con los comodatarios a quienes faltan pólizas, a fin de determinar cuales bienes serán ingresados a los seguros colectivos de la entidad. Esta labor estará culminada a 31 de diciembre de 2004 y los responsables son las áreas jurídica y de almacén de la entidad. l Fondo de Desarrollo Local de Chapinero”.( sic)

A la observación que nos ocupa, le son aplicables los mismos argumentos esgrimidos en la observación 4.5.8.2

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria. , el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.5.24. Contratos  de Comodato  de la  POLICIA  Nos. No . 012 de 1996 de LUIS 

ENRIQUE  FLOREZ RINCON, No. 014 A de 1997 del General ROSSO SERRANO No. 01 de 1998 del General ROSSO  SERRANO.

A  continuación  se relacionan  los  hallazgos detectados en los Contratos   de Comodato  entre la  Alcaldía de  Chapinero  y  la Segunda  Estación  de  Policía.
4.5.24.1  En virtud de los contratos de comodato citados se entregaron cierto numero de bienes, de los cuales se advirtió la perdida de los que a continuación se relacionan: 

Contrato Nº 012 de 1996: 

Un  soporte  para dominador 2.40x0.60 mts.   placa  de  inventario 051519. 

$ 472.166,40.

Una  ( 1)  barra  Romana placa de inventario  050151. $83.148,80

 Una (1)  Barra Zeta placa de inventario  050152. $83.148,80

Contrato Nº 014 A de 1997 

Un (1)  Taladro Black Decker ½ t, placa  de  inventario  051524. $184.000,00

Contrato Nº 01 de 1998.

Un  (1)  fax,  marca Panasonic Ref. KXF580, placa inventario  No.  050913 $ 458.200

Un  (1) Programa Microsoft Office/97 paquete completo, Placa  de Inventario 070013. $ 661.200

Dos (2) Taladros Black Decker Percutor 1/2T, Placa  de  Inventarios  051522  051523. $ 974.400

La descrito se  encuentra contemplada en  las  Actas de  avalúo  Nos.   004 y 005 de 2003,  por un valor total de $2.916.264.00

La perdida de los elementos citados, se conoce por manifestación escrita del  Jefe de Almacén de Intendencia de la Segunda Estación de Policía, Jairo Enrique Ariza Galeano, quien advirtió del hecho mediante  oficio de fecha agosto 12 de 2002 radicado al Teniente Coronel Jorge Vargas Peña, comandante de la segunda estación de policía de chapinero, documento en el que consignaron las novedades del almacén de intendencia y comunicaciones.

Sobre los hechos objeto de examen, es pertinente manifestar la falta de determinación de la fecha exacta de perdida de los elementos entregados en calidad de comodato.

Con base en lo dispuesto en el articulo 9º de la ley 610 de 2000, según el cual la acción fiscal caduca a los cinco años desde la ocurrencia de los hechos, término que empezara a contarse para los actos instantáneos desde el día de su realización y para los complejos, de tracto sucesivo, de carácter permanente o continuando desde la del ultimo hecho o acto y teniendo en cuenta que el hecho fue advertido el 12 de agosto de 2002 según lo ya descrito, el equipo auditor confirma el indicio de hallazgo como administrativo con incidencia fiscal, el cual será trasladado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva de esta Contraloría.

Es de anotar, que la Unidad Local de Chapinero tuvo conocimiento de los hechos en cuestión, el 27 de agosto de 2004 por remisión efectuada por el Dr. Carlos H. Ibáñez Asesor Jurídico de la Dirección de Desarrollo Local y Participación Ciudadana, de los documentos y anexos del oficio GGAF 948 del 9 de septiembre de 2003 emanado del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero.

4.5.24.2 El contrato  no se encuentra  foliado, habiéndose obviado la identificación numérica  cada uno de los folios contentivos de las actuaciones y soportes contractuales, desconociéndose la obligación del sujeto de control, de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.

Respuesta del FDLCH: “efectivamente algunos contratos están sin foliar y se están tomando las medidas correctivas pertinentes. Igualmente se señala que está labor no había podido llevarse a cabo completamente debido al escaso personal con que cuenta la entidad y el gran cúmulo de asuntos a cargo de cada uno de los mismso”( Sic)

El equipo auditor no  acepta la respuesta, con base en  los mismos argumentos esgrimidos numeral 4.5.2.1.  del presente documento.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración y teniendo en cuenta que la observación se encuentra consagrada en el plan de mejoramiento suscrito por la entidad,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.5.24.3. El objeto contractual y los elementos entregados en comodato no se encuentran amparados por ningún tipo de garantía, contraviniendo lo contemplado en el numeral 19 del articulo 25 de la ley 80 de 1993 y el articulo 16 del decreto 679 de 1994 y desconociendo lo previsto en la Resolución No.  001 de 2001, capítulo 4, numeral 4.6,  la cual ordena  que la entrega quedará perfeccionada con la elaboración del comprobante de salida al que se le anexara la póliza  de  manejo y tramitarse según los procedimientos administrativos y contables para el manejo y control de los bienes en los entes públicos del Distrito Capital, hecho que no se contempla  en la  carpeta contentiva del contrato.

De conformidad con las normas enunciadas anteriormente el Fondo de Desarrollo Local debió haber adelantado las diligencias pertinentes  para exigir de parte de los contratistas  la adquisición de pólizas de garantías sobre los bienes entregados  en Comodato o en su defecto  tomar las pólizas a  su cargo, protegiendo los bienes ante posibles riesgos.

Respuesta del FDLCH: “Pese a estos esfuerzos, los comodatarios argumentan no contar con recursos suficientes para adquirir los seguros pero necesitan continuar con el uso de los bienes de propiedad de propiedad del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero.”

...”Esta consulta se atendió mediante oficio No. 3-2004-27204, de la cual se anexa copia,  en la que se indica que si es posible que la entidad asegure dichos bienes siempre y cuando se evidencie que el comodatario no puede atender con sus propios recursos, por lo que actualmente se viene adelantando la labor de verificación con los comodatarios a quienes faltan pólizas, a fin de determinar cuales bienes serán ingresados a los seguros colectivos de la entidad. Esta labor estará culminada a 31 de diciembre de 2004 y los responsables son las áreas jurídica y de almacén de la entidad. l Fondo de Desarrollo Local de Chapinero”.( sic)

A la observación que nos ocupa, le son aplicables los mismos argumentos esgrimidos en la observación 4.5.8.2

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.
4.5.24.4.  En los contratos citados (12 de 1996, 014 A de 1997 y 01 de 1998), una vez extinguido el plazo de ejecución, no se encontró documento de  prorroga o gestión alguna tendiente a requerir la devolución de los bienes entregados en comodato a la Policía. 

El hecho descrito desconoce lo estipulado en la cláusula cuarta de los términos de referencia, circunstancia que además de constituir incumplimiento de su deber, genera responsabilidad fiscal a los representantes legales del sujeto de control (desde la época de extinción del plazo hacia adelante), en la medida que al no exigir la devolución de los elementos objeto de los contratos, se hacen solidarios  en la perdidas de los mismos.

Respuesta de la entidad: “... Respecto de las observaciones de auditoría gubernamental con enfoque integral, a los contratos de comodato 12 de 1996, 0014ª de 1997 y 01 de 1998, toda vez que el titular del almacén se encuentra en vacaciones hasta el día 13 de diciembre de 2004.” “...por lo anteriormente expuesto le solicito concedernos hasta el día 17 de diciembre de 2004 para pronunciarnos respecto de las mencionadas observaciones.” 

En atención a lo anterior, mediante oficio 32102-350 se respondió al sujeto de control la imposibilidad de atender positivamente su solicitud, teniendo en cuenta que la Unidad Local debe hacer entrega del informe final  a la Subdirección de Fiscalización el día 7 de diciembre del año en curso.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.

4.5.24.5.  El comodante  no exigió al  comodatario el cumplimiento de su obligación contractual, de  presentar  un informe al comodante sobre el estado de 

los bienes muebles objeto del contrato y de las perdidas o daños sufridos por estos.

De acuerdo a lo pactado en la Cláusula Octava del contrato de comodato 12 de 1996 y Cláusula Séptima de los contratos de comodato 014 A  de 1997 y 01 de 1998, el comodatario debió presentar un informe al comodante sobre el estado del bien mueble objeto del contrato, de las perdidas o daños sufridos, deber omitido por este, ante la pasividad de la administración para hacerlo efectivo, lo cual configura falta disciplinaria ante el incumplimiento del numeral 1º del articulo 26 de la ley 80 de 1993.

Respuesta de la entidad: “... Respecto de las observaciones de auditoría gubernamental con enfoque integral, a los contratos de comodato 12 de 1996, 0014ª de 1997 y 01 de 1998, toda vez que el titular del almacén se encuentra en vacaciones hasta el día 13 de diciembre de 2004.” “...por lo anteriormente expuesto le solicito concedernos hasta el día 17 de diciembre de 2004 para pronunciarnos respecto de las mencionadas observaciones.” 

En atención a lo anterior, mediante oficio 32102-350 se respondió al sujeto de control la imposibilidad de atender positivamente su solicitud, teniendo en cuenta que la Unidad Local debe hacer entrega del informe final  a la Subdirección de Fiscalización el día 7 de diciembre del año en curso.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.

4.5.24.6 .El interventor no dio cumplimiento a su obligación de verificar el inventario de los elementos entregados en comodato, además de informar tardíamente sobre la perdida al contador del FDL- CH.

La cláusula novena estableció como  obligación  del  interventor  de los  mismos,  ejercer en  forma oportuna la verificación del inventario de los elementos dados en comodato, deber incumplido que transgrede lo contemplado en el numeral 1º del articulo 26 de la ley 80 de 1993. Así mismo con la conducta descrita incumplió el el numeral 5.2 del manual de  procedimientos contables para el control y manejo de las responsabilidades en los Fondos de Desarrollo Local, adoptado mediante resolución Nº 1202 del 24 de septiembre de 1997.

Respuesta de la entidad: “... Respecto de las observaciones de auditoría gubernamental con enfoque integral, a los contratos de comodato 12 de 1996, 0014ª de 1997 y 01 de 1998, toda vez que el titular del almacén se encuentra en vacaciones hasta el día 13 de diciembre de 2004.” “...por lo anteriormente expuesto le solicito concedernos hasta el día 17 de diciembre de 2004 para pronunciarnos respecto de las mencionadas observaciones.” 

En atención a lo anterior, mediante oficio 32102-350 se respondió al sujeto de control la imposibilidad de atender positivamente su solicitud, teniendo en cuenta que la Unidad Local debe hacer entrega del informe final  a la Subdirección de Fiscalización el día 7 de diciembre del año en curso.

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.

4.5.25.  Contrato  de  Comodato  No.   019  de   2003, Junta  de  Acción  Comunal  Barrio  San  Martín  de  Porres Representante  Legal  Marco Rojas  Rodríguez. 

4.5.25.1. El contrato  no se encuentra  foliado, habiéndose obviado la identificación numérica  cada uno de los folios contentivos de las actuaciones y soportes contractuales, desconociéndose la obligación del sujeto de control, de asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y sus registros.
Respuesta del FDLCH: “efectivamente algunos contratos están sin foliar y se están tomando las medidas correctivas pertinentes. Igualmente se señala que está labor no había podido llevarse a cabo completamente debido al escaso personal con que cuenta la entidad y el gran cúmulo de asuntos a cargo de cada uno de los mismso”( Sic)

El equipo auditor no  acepta la respuesta, con base en  los mismos argumentos esgrimidos numeral 4.5.2.1 del presente documento. 

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración y teniendo en cuenta que la observación se encuentra consagrada en el plan de mejoramiento suscrito por la entidad,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo para ser incorporada en el nuevo plan de mejoramiento

4.5.25.2. El objeto contractual y los elementos entregados en comodato no se encuentran aparados por ningún tipo de garantía, contraviniendo lo contemplado en el numeral 19 del articulo 25 de la ley 80 de 1993 y el articulo 16 del decreto 679 de 1994 y desconociendo lo previsto en la Resolución No.  001 de 2001, capítulo 4, numeral 4.6,  la cual ordena  que la entrega quedará perfeccionada con la elaboración del comprobante de salida al que se le anexara la póliza  de  manejo y tramitarse según los procedimientos administrativos y contables para el manejo y control de los bienes en los entes públicos del Distrito Capital, hecho que no se contempla  en la  carpeta contentiva del contrato.

De conformidad con las normas enunciadas anteriormente el Fondo de Desarrollo Local debió haber adelantado las diligencias pertinentes  para exigir de parte de los contratistas  la adquisición de pólizas de garantías sobre los bienes entregados  en Comodato o en su defecto  tomar las pólizas a  su cargo, protegiendo los bienes ante posibles riesgos.

Respuesta del FDLCH: “Pese a estos esfuerzos, los comodatarios argumentan no contar con recursos suficientes para adquirir los seguros pero necesitan continuar con el uso de los bienes de propiedad de propiedad del Fondo de Desarrollo Local de Chapinero.”

...”Esta consulta se atendió mediante oficio No. 3-2004-27204, de la cual se anexa copia,  en la que se indica que si es posible que la entidad asegure dichos bienes siempre y cuando se evidencie que el comodatario no puede atender con sus propios recursos, por lo que actualmente se viene adelantando la labor de verificación con los comodatarios a quienes faltan pólizas, a fin de determinar cuales bienes serán ingresados a los seguros colectivos de la entidad. Esta labor estará culminada a 31 de diciembre de 2004 y los responsables son las áreas jurídica y de almacén de la entidad. l Fondo de Desarrollo Local de Chapinero”.( sic)

A la observación que nos ocupa, le son aplicables los mismos argumentos esgrimidos en la observación 4.5.8.2

De acuerdo a lo señalado y a la respuesta brindada por la administración,  el equipo auditor confirma la observación como hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, el cual será trasladado a la Personería de Bogotá.

5.
  ANEXOS 

ANEXO 1

CUADRO  DE HALLAZGOS

TIPO DE HALLAZGO
CANTIDAD
VALOR
REFERENCIACION

ADMINISTRATIVOS


39



Contratación del FDLCH:

4.1.2.1;       4.1.4.1;        4.1.6.2;   4.1.7.1;  4.1.9.1;           4.1.10.1;           4.1.11.2;   4.1.13.1;   4.1.13.2;   4.1.13.5;        4.1.14.1;            4.1.14.2.

Contratación FDLCH – UEL:

4.2.2.2.1;   4.2.2.3.1.

Bienes Inmuebles

4.4.1. 

Contratos de Comodato y Donación:

4.5.1.1;   4.5.2.1;  4.5.3.1;  4.5.4.1;  4.5.5.1;  4.5.6.1;      4.5.7.1;   4.5.8.1;   4.5.10.1;   4.5.11.1;  4.5.12.1;  4.5.13.1;  4.5.14.1; 4.5.15.1;  4.5.16.1;     4.5.17.1;  4.5.18.1;   4.5.19.1;  4.5.20.1; 4.5.21.1;  4.5.22.1;  4.5.23.1;  4.5.24.2;   4.5.25.1.

FISCALES


1
2.916.264,00 
Bienes Inmuebles e Inventario en Comodato

4.5.24.1

DISCIPLINARIOS


46

Contratación del FDLCH:

4.1.1.1;  4.1.1.2;  4.1.1.3;  4.1.2.2;  4.1.3.1; 4.1.5.1;  4.1.6.1; 4.1.8.1; 4.1.11.1; 4.1.12.1; 4.1.13.3;   4.1.13.4;  4.1.14.3.

Contratación FDLCH – UEL:

4.2.1.1;    4.2.2.1.  

Convenios Interadministrativos:

4.3.1.1;  4.3.1.2; 4.3.1.3;   4.3.1.4;  4.3.2.1;  4.3.2.2; 4.3.3.1;    4.3.4.1;   4.3.5.1;       4.3.6.1. Contratos de Comodato y Donación:

4.5.8.2;     4.5.9.1;  4.5.10.2;  4.5.11.2; 4.5.12.2;  4.5 14.2;   4.5.15.2;  4.5.16.2;  4.5.17.2;  4.5.17.3; 4.5.18.2;  4.5.20.2;  4.5.21.2;   4.5.21.3;  4.5.22.2;  4.5.23.2;   4.5.24.3; 4.5.24.4;   4.5.24.5; 4.5.24.6;  4.5.25.2.

PENALES






TOTALES


86
2.916.264.00


NA: No aplica

1
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